
Plan Nacional 
de Búsqueda

Verdad y Justicia





III.1.

III.2.
III.3.

CONTENIDO

Presentación									        6

Decreto N° 98. Vistos							       11

CONSIDERANDO I. De las violaciones a los derechos humanos 
cometidas durante la dictadura y particularmente de las 
desapariciones forzadas de personas
CONSIDERANDO II. De la obligación del Estado de Chile de buscar 
a las personas víctimas de desaparición forzada
CONSIDERANDO III. Marco normativo para la creación de un Plan 
Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia 
CONSIDERANDO IV. Facultades del Programa de Derechos 
Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos para ser 
el órgano ejecutivo del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 
Justicia
CONSIDERANDO V. Marco normativo para la creación de un 
Comité de Seguimiento y Participación del Plan
CONSIDERANDO VI. Del diseño y contenido del Plan

Decreto N° 98. Artículo primero					    35

I.	 PLAN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE VERDAD Y JUSTICIA	 36
II.	 INTRODUCCIÓN								        36
III.	 MARCO CONCEPTUAL							       37

Violaciones a los derechos humanos y crímenes
de lesa humanidad
Desaparición forzada
Justicia transicional y búsqueda de personas sometidas a 
desaparición forzada



IV.1.

IV.2.

IV.2.1.
IV.2.2.

IV.2.3.

IV.2.4.

V.1.

V.2.

V.2.1.
V.2.2.
V.2.3.
V.2.4.

IV.	 MARCO NORMATIVO						      42

La obligación del Estado de Chile de buscar a las 
personas víctimas de desaparición forzada
Estándares internacionales para la búsqueda de 
víctimas de desaparición forzada y derecho interno
La búsqueda como política de Estado
Complementariedad de la búsqueda y la 
persecución penal
Garantías de acceso a la información y participación 
de familiares en la búsqueda
Debida diligencia en la búsqueda

V.	 DIAGNÓSTICO							       58

Antecedentes sobre la desaparición forzada de 
personas durante la dictadura civil militar chilena
Antecedentes de los procesos de búsqueda de 
víctimas de desaparición forzada desarrollados en 
Chile
Esfuerzos de búsqueda previos al Plan Nacional de 
Búsqueda de Verdad y Justicia 
Resultados de los procesos de búsqueda
Antecedentes de la persecución penal del delito 
de desaparición forzada en Chile



VI.	 DISEÑO DE LA POLÍTICA PÚBLICA				    82

VI.1. Diseño participativo: Metodología
VI.2. Conclusiones

VII.	 Plan Nacional de Búsqueda: Verdad y Justicia		  88

VII.1. Estructura y Gobernanza
VII.2. Financiamiento
VII.3. Definición de objetivos, metas y acciones
VII.4. Matriz del Plan Nacional de Búsqueda Verdad y 	          
Justicia

Artículos									        111
	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO SEGUNDO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO TERCERO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO CUARTO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO QUINTO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO SEXTO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO SÉPTIMO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO OCTAVO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO NOVENO

	› DECRETO N° 98 ARTÍCULO DÉCIMO

Firmas									         117



6

Presentación

El Plan Nacional de Búsqueda Verdad y Justicia es una ini-
ciativa del Gobierno del Presidente Boric para contribuir a 
esclarecer las circunstancias de desaparición y/o muerte y 
destino de las personas víctimas de desaparición forzada, de 
conformidad con las obligaciones del Estado de Chile y los 
estándares internacionales.

La preparación del Plan Nacional de Búsqueda Verdad y Jus-
ticia significó un acucioso trabajo, coordinado por el Ministe-
rio de Justicia y Derechos Humanos, que para su validación 
contó con el aporte de agrupaciones de familiares de vícti-
mas, sitios de memoria, representantes de la academia, cen-
tros de estudios, organizaciones de la sociedad civil y otros 
actores relevantes. 

El Plan, que se ha oficializado por Decreto Supremo firma-
do por el Presidente de la República, tendrá una gobernanza 
permanente y recursos incorporados al Presupuesto Nacio-
nal, y por lo tanto existirá como un instrumento de política 
pública que deberá ser implementado, ejecutado y respetado 
por todo gobierno.

La iniciativa trazará la ruta de la desaparición de las víctimas, 
colaborará con las investigaciones judiciales -a través del 
apoyo a la concreción de pericias y diligencias pendientes- y 
aportará a configurar la memoria y la garantía de no repeti-
ción, sin perjuicio del establecimiento de responsabilidades 
penales.

A la vez, continuará con las labores de búsqueda, recupera-
ción, identificación y la posible restitución de las personas 
víctimas de desaparición forzada; determinando, en primer 



7

lugar, aquellos trabajos en terreno que están pendientes de 
realizar (por falta de tecnología o presupuesto) para comen-
zar a ejecutarlos en los lugares que se requiera. 

Todo lo anterior, se realizará promoviendo la participación 
de las y los familiares y la sociedad en el Plan Nacional de 
Búsqueda Verdad y Justicia, brindando un acompañamiento 
integral en estos procesos. 

El documento que presentamos a continuación –tras la toma 
de razón por la Contraloría General de la República– refleja 
las distintas dimensiones del drama de desaparición forzada 
de personas provocado por agentes oficiales y que, lamen-
tablemente, se mantiene pese a las décadas transcurridas y 
al daño y al dolor que siguen produciendo. Este trabajo se 
constituye, junto con un reconocimiento por la insuficien-
te actuación estatal para su solución, en un homenaje a las 
familias de las víctimas y de quienes las acompañaron en los 
momentos más duros de la dictadura cívico militar en su lu-
cha contra la injusticia y el olvido. 

Nuestros agradecimientos a quienes integran el Programa de 
Derechos Humanos de nuestra Subsecretaría de DD.HH., así 
como a funcionarios y funcionarios de las distintas reparti-
ciones públicas que colaboraron para la preparación de esta 
política pública, que llevaremos adelante con similares serie-
dad, decisión y compromiso.

LUIS CORDERO VEGA
Ministro de Justicia y Derechos Humanos
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VISTOS: Lo dispuesto en los artículos 1°, inciso cuarto, 5°, 
inciso segundo, 32 N° 6 y 35 de la Constitución Política de 
la República de Chile, cuyo texto refundido, coordinado 
y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 100, 
de 2005, del Ministerio Secretaría General de la Presiden-
cia; el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del 
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el 
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 
18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 
Administración del Estado; el decreto con fuerza de ley N° 3, 
de 2016, del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que 
fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 
Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;  la 
ley N° 20.885, que Crea la Subsecretaría de Derechos Hu-
manos y adecua la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia; la 
ley N° 19.123, que Crea Corporación Nacional de Reparación 
y Reconciliación, Establece Pensión de Reparación y Otorga 
otros Beneficios en favor de personas que señala; la ley N° 
20.405,  del Instituto Nacional de Derechos Humanos; el de-
creto supremo N° 280, de 2010, del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, que promulga la Convención Internacional para 
la Protección de Todas las Personas contra las Desaparicio-

Decreto N° 98. Vistos
RGL/CMZ /PZV/JMV

APRUEBA PLAN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE VERDAD 

Y JUSTICIA RESPECTO DE LAS PERSONAS VÍCTIMAS DE 

DESAPARICIÓN FORZADA OCURRIDAS EN CHILE ENTRE EL 

11 DE SEPTIEMBRE DE 1973 Y EL 10 DE MARZO DE 1990, 

DESIGNA AL PROGRAMA DE DERECHOS HUMANOS COMO 

ÓRGANO EJECUTOR Y CREA EL COMITÉ DE SEGUIMIENTO 

Y PARTICIPACIÓN SANTIAGO,
NÚM.
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nes Forzadas; la Declaración sobre la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada por 
resolución Nº 47/133 de la Asamblea General de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1992; los 
Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desapare-
cidas, aprobados por el Comité contra la Desaparición Forza-
da de Naciones Unidas en su 16º período de sesiones (8 a 18 
de abril de 2019); la resolución exenta N° 260, de 29 de agos-
to de 2023, del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
que aprueba el Acta de la Decimonovena Sesión del Comité 
Interministerial de Derechos Humanos, realizada el 28 de julio 
de 2023; y la resolución N° 7, de 26 de marzo de 2019, de la 
Contraloría General de la República, que Fija Normas sobre 

Exención del Trámite de Toma de Razón; y,

CONSIDERANDO:
I.	 De las violaciones a los derechos 
humanos cometidas durante la dictadura y 
particularmente de las desapariciones forzadas 
de personas 

1)	 Que, como múltiples informes de comisiones de verdad 
y sentencias judiciales han establecido, luego del golpe de 
Estado del 11 de septiembre de 1973, por medio del cual se 
puso término al gobierno democrático del Presidente Salvador 
Allende y se instauró una dictadura encabezada por Augusto 
Pinochet Ugarte que duró hasta el 11 de marzo de 1990, se 
violaron de forma grave y sistemática los derechos humanos 
de la población, siendo la desaparición forzada de personas, 
las ejecuciones políticas, el secuestro, la prisión política, la tor-
tura y el exilio, entre otras violaciones a los derechos humanos, 
prácticas habituales de los órganos represivos del régimen.

2)	 Que, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, 
creada por el decreto supremo N° 355, de 25 de abril de 1990, 
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del entonces Ministerio del Interior, en su informe final, cono-
cido como “Informe Rettig”, se refirió, como una forma parti-
cular de violación a los derechos humanos, a los “detenidos 
desaparecidos”, refiriéndose a personas que fueron detenidas 
por agentes de la autoridad o por personas a su servicio, exis-
tiendo como última noticia de las mismas que fueron aprehen-
didas o que estuvieron en algún recinto secreto de detención, 
y respecto de las cuales la autoridad negó haberlos detenido, o 
declaró haberlos liberado luego de un cierto período de tiem-
po, entregó otras explicaciones insatisfactorias o simplemente 
guardó silencio. En el Informe se constataron dos modalidades 
de esta forma particular de violación a los derechos humanos. 
Una, que prevaleció en los meses inmediatamente posteriores 
al 11 de septiembre de 1973, correspondiente a detenciones 
practicadas en distintos puntos del país, por diversas unida-
des de uniformados, a veces acompañados de civiles, seguidas 
luego de en una ejecución sumaria o asesinato de la víctima, 
disponiéndose luego del cadáver (por lo común lanzándolo 
a un río o enterrándolo clandestinamente); todo ello segui-
do de la negación de los hechos o de la entrega de versiones 
falsas. La desaparición en estos casos fue más bien un modo 
de ocultar o encubrir los crímenes cometidos, antes que el 
resultado de acciones sujetas a una coordinación central que 
tuvieran por objeto eliminar a categorías predeterminadas de 
personas. La otra forma de “desapariciones” fue practicada 
principalmente entre los años 1974 y 1977 por diversos órga-
nos represivos, siendo responsable principal, pero no única, la 
Dirección de Inteligencia Nacional (DINA). En el conjunto de 
estos casos sí tuvo convencimiento la Comisión de que había 
detrás una voluntad de exterminio, dirigida sistemáticamente y 
por motivaciones políticas en contra de ciertas categorías de 
personas. Sin perjuicio de que ambas formas de desaparición 
constituyen formas extremas de violación a los derechos hu-
manos, que merecen una condena sin reservas, la Comisión 
consideró que la voluntad de exterminio de ciertas categorías 
de personas le confiere a esta segunda forma una gravedad to-
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davía mayor1. En este contexto, la Comisión Nacional de Ver-
dad y Reconciliación constató la recepción de poco más de 
3.400 casos2, de las cuales 2.298 se consideraron como casos 
calificados de violaciones a los derechos humanos y violencia 
política3,  correspondiendo 979 de ellas a víctimas detenidas 
desaparecidas4. 

3)	 Que, posteriormente, la Corporación 
Nacional de Reparación y Reconciliación, 
creada en 1992 por la ley N°19.123, con la 
finalidad de coordinar e implementar las 
medidas de reparación propuestas por el 
“Informe Rettig”, y para continuar el proceso 
de calificación como víctimas de violación 
de derechos humanos a aquellas personas 
que la Comisión no pudo considerar como 
tales debido a falta de pruebas o porque los 
antecedentes no fueron presentados en esa 
oportunidad, recibió 1.200 denuncias, de las 
cuales 899 fueron consideradas como casos 
calificados de violaciones a los derechos 
humanos, y 123 correspondieron a víctimas 
detenidas desaparecidas5. 

1  Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación. Volumen I, Tomo 1, p. 22. Disponible en: 
http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
2  Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Informe de la Comisión Nacional de 
Verdad y Reconciliación, Chile, 1991. Volumen 1, Tomo 1, p. 5. Disponible en: http://www.memoriachi-
lena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
3  Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Re-
conciliación, Chile, 1991. Volumen 1, Tomo 2, p. 945. Disponible en: http://www.memoriachilena.gob.
cl/602/w3-article-85802.html
4  Informe sobre la calificación de víctimas de violaciones de derechos humanos y de la violencia 
política. Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, anexo N° 1, cuadro N° 16, p. 535. La 
Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación señala las estadísticas del “Informe Rettig” Dis-
ponible en: https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/Informe_CNRR.pdf
5  Informe sobre la calificación de víctimas de violaciones de derechos humanos y de la violencia 
política. Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, anexo N° 1, cuadros N°1 y N°3, p. 969-
970. Disponible en: https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/Informe_CNRR.pdf

http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
http://www.memoriachilena.gob.cl/602/w3-article-85802.html
http://www.memoriachilena.gob.cl/602/w3-article-85802.html
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/Informe_CNRR.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/Informe_CNRR.pdf
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4)	 Que, finalmente, en 2010 se creó la Comisión Asesora 
para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecuta-
dos Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura entre 
el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, por 
el Decreto Supremo Nº 43, de 2010, del entonces Minis-
terio del Interior, con la finalidad de abrir un nuevo plazo 
para el reconocimiento de víctimas, incluidas las de ejecu-
ción política y de desaparición forzada. En esta instancia 
se pudo determinar 8 nuevos casos de víctimas detenidas 
desaparecidas6.

5)	 Que, en total, las tres instancias de calificación constata-
ron un total de 1.110 casos de detenidos desaparecidos.

6)	 Que, sin perjuicio de lo anterior, la Convención Inter-
nacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, aprobada por Naciones Unidas 
en 2006 y promulgada por el decreto supremo N° 280, de 
2010, del Ministerio de Relaciones Exteriores, definió des-
aparición forzada como “(…) el arresto, la detención, el se-
cuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que 
sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos 
de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte 
o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la 
protección de la ley.”7. 

7)	 Que, esta definición es más amplia que la utilizada por la 
Comisión en su informe8 referida en el considerando segun-

6  Nómina de Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Políticos, reconocidos por la Comisión Asesora 
para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política 
y Tortura entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. La Comisión reconoció 30 
casos de detenidos desaparecidos y ejecutados políticos, de los cuales 8 corresponden a víctimas de 
desaparición forzada, según la revisión de cada caso por el Programa de Derechos Humanos en base a 
las descripciones de estos.  Disponible en: https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/
nominaDDEPfase2.pdf y https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/informecomi-
sionfase2-1.pdf
7  Disponible en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar-app?idNorma=1024661 
8  Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación. Volumen I, Tomo 1, p. 22. 
Disponible en: http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf

https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/nominaDDEPfase2.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/nominaDDEPfase2.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/informecomisionfase2-1.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2015/12/informecomisionfase2-1.pdf
https://www.bcn.cl/leychile/navegar-app?idNorma=1024661
http://www.memoriachilena.gob.cl/archivos2/pdfs/MC0053679.pdf
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do. La definición de la Convención considera como víctimas 
de desaparición forzada aquellos casos en que las presuntas 
circunstancias de muerte de la persona fueron conocidas por 
diversos motivos, pero cuyos cuerpos no fueron entregados 
por los agentes aprehensores.

8)	 Que, en línea con esta definición, el Centro de Derechos 
Humanos de la Universidad Diego Portales, en su Informe 
Anual sobre Derechos Humanos en Chile de 2021, señaló que 
“Las restituciones de personas calificadas como ejecutados 
políticos corresponden, a veces, a casos que en la década de 
1990 pasaron a ser denominados como casos de personas 
“ejecutadas políticas sin entrega de restos”, quienes debieran, 
en realidad, haber sido considerados siempre como deteni-
dos-desaparecidos”9.

9)	 Que, según un estudio realizado por el Programa de De-
rechos Humanos de la Subsecretaría de Derechos Humanos, 
en el cual se revisaron todos los casos para identificar posibles 
calificaciones erróneas, se concluyó que el total de víctimas 
calificadas correctamente como detenidas desaparecidas por 
la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corpora-
ción Nacional de Reparación y Reconciliación y la Comisión 
Asesora para la Calificación de Ejecutados Políticos y Víctimas 
de Prisión Política y Tortura, fue de 1.09210. Luego, el mismo 
estudio analizó la situación de las víctimas de ejecución polí-
tica cuyos cuerpos no fueron entregados a sus familiares –lo 
que conforme al derecho internacional constituye una forma 
de desaparición forzada– y se pudieron identificar 377 casos11. 

9  Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile, año 2021, p. 44. Disponible en:  https://derechos-
humanos.udp.cl/informe-anual/informe-anual-sobre-derechos-humanos-en-chile-2021/
10  Actualización Nómina de víctimas de Desaparición Forzada, calificadas en los Informes de la Co-
misión Nacional de Verdad y Reconciliación, Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y 
Comisión Presidencial Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos 
y Víctimas de Prisión Política y Tortura, p. 18. Disponible en: https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/
uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf
11  Actualización Nómina de víctimas de Desaparición Forzada, calificadas en los Informes de la 
Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y 
Comisión Presidencial Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos 
y Víctimas de Prisión Política y Tortura, p. 18. Disponible en: https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/
uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf

https://derechoshumanos.udp.cl/informe-anual/informe-anual-sobre-derechos-humanos-en-chile-2021/
https://derechoshumanos.udp.cl/informe-anual/informe-anual-sobre-derechos-humanos-en-chile-2021/
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf
https://pdh.minjusticia.gob.cl/wp-content/uploads/2022/03/Actualizacio%CC%81n-Cifra-de-Detenidos-Desaparecidos.pdf


17

10)	 Que, en definitiva, el total de personas calificadas ofi-
cialmente como víctimas de desaparición forzada en Chile 
durante la dictadura en Chile fue de 1.469.

11)	 Que, según la información oficial entregada por el Ser-
vicio Médico Legal, del total de 1.469 personas víctimas de 
desaparición forzada calificadas por las comisiones de ver-
dad, los restos de 307 personas han podido ser encontrados, 
identificados y restituidos a sus familiares12.

12)	 Que, por lo tanto, existe un universo de 1.162 personas 
víctimas de desaparición forzada cuyas circunstancias de 
desaparición y/o muerte, y cuyo paradero aún están pen-
dientes de ser esclarecidos.

II.	De la obligación del Estado de Chile de  
buscar a las personas víctimas de  
desaparición forzada 

13)	 Que, el 23 de diciembre de 2010, entró en vigor la Con-
vención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, tratado internacional 
que fue suscrito y ratificado por el Estado de Chile, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Constitución 
Política de la República, y promulgada por el decreto supre-
mo N° 280, de 2010, del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
en adelante la “Convención”.

14)	 Que, la Convención define en su artículo 2 que se en-
tenderá por “desaparición forzada” el arresto, la detención, 

12  En el Informe de Gestión N°4 de la Unidad de Derechos Humanos del Servicio Médico Legal 
“POLÍTICA DE DERECHOS HUMANOS DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL” de noviembre de 2019, p. 14, (dis-
ponible en: https://www.sml.gob.cl//wp-content/uploads/2019/12/INFORME-GESTION-DDHH.pdf) se 
da cuenta de un total de 306 identificaciones de víctimas de desaparición forzada calificadas. Pos-
teriormente, en el año 2021 se identifica a Juan Mauricio Poblete Tropa alcanzando el total de 307 
víctimas calificadas identificadas (fuente: Balance de Gestión Integral 2021, Servicio Médico Legal, p. 
17. Disponible en: https://www.dipres.gob.cl/597/articles-279840_doc_pdf.pdf)

https://www.sml.gob.cl/wp-content/uploads/2019/12/INFORME-GESTION-DDHH.pdf
https://www.dipres.gob.cl/597/articles-279840_doc_pdf.pdf
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el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad 
que sea obra de agentes del Estado o de personas o grupos 
de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte 
o paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola de la 
protección de la ley.

15)	 Que, la Convención en su artículo 24 dispone que cada 
víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las cir-
cunstancias de la desaparición forzada, la evolución y resul-
tados de la investigación y la suerte de la persona desapare-
cida; que cada Estado Parte tomará las medidas adecuadas a 
este respecto y  adoptará todas las medidas apropiadas para 
la búsqueda, localización y liberación de las personas des-
aparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, el 
respeto y la restitución de sus restos; y que los Estados Partes 
velarán por que su sistema legal garantice a la víctima de una 
desaparición forzada el derecho a la reparación y a una in-
demnización rápida, justa y adecuada.

16)	Que, la Convención señala en el artículo 24.5 que la re-
paración comprende todos los daños materiales y morales y, 
en su caso, otras modalidades de reparación, tales como la 
restitución; la readaptación; la satisfacción, incluido el resta-
blecimiento de la dignidad y la reputación; y las garantías de 
no repetición.

17)	 Que, por otro lado, el Comité contra la Desaparición 
Forzada de Naciones Unidas, en adelante el “Comité”, apro-
bó en su 16º período de sesiones (8 a 18 de abril de 2019) 
los Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Des-
aparecidas13. En dicho cuerpo normativo, se estableció en 
el principio Nº 13 párrafo Nº 4 que “La terminación de la 
investigación criminal, así como la eventual sentencia con-

13  Disponible en: https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-per-
sons

https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-persons
https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-persons
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denatoria o absolutoria de las personas acusadas de haber 
cometido un delito de desaparición forzada o la declara-
ción de ausencia por desaparición, no deben ser un obs-
táculo para continuar con las actividades de búsqueda, ni 
pueden ser invocadas para suspenderlas. Estas deben man-
tenerse hasta tanto no se hayan determinado con certeza 
las circunstancias de la desaparición, así como la suerte y 
el paradero de la persona desaparecida.”. Los mismos prin-
cipios señalan la necesidad de una planificación que tenga 
alcance nacional en cada Estado, indicando en el principio 
Nº 8 párrafo Nº 3 que ”Las autoridades encargadas de la 
búsqueda deben diseñar, con la participación —si ellas así 
lo desean— de las víctimas y sus organizaciones, una estra-
tegia integral para todas las etapas del proceso de búsque-
da y determinar todas las actividades y diligencias a realizar 
de manera integrada, mediante todos los medios y proce-
dimientos necesarios y adecuados para encontrar, liberar o 
exhumar a la persona desaparecida o establecer la identi-
dad de ella. La estrategia integral de búsqueda debe incluir 
un plan de acción y un cronograma y debe ser evaluada 
periódicamente.”14. 

18)	Que, en particular, el párrafo N° 27 del informe “Observa-
ciones finales sobre el informe presentado por Chile en vir-
tud del artículo 29, párrafo 1 de la Convención”, elaborado 
por el Comité, recomendó al Estado de Chile que “continúe 
e intensifique sus esfuerzos de búsqueda de las personas que 
hubiesen sido sometidas a desaparición forzada, durante (…) 
la dictadura, cuya suerte aún no haya sido esclarecida y, en 
caso de fallecimiento, de identificación y restitución de sus 
restos en condiciones dignas”15. Además, señaló que el Estado 
de Chile debe garantizar la coordinación, cooperación y cru-
ce de datos entre los órganos que tienen competencia en la 
materia, velar por el otorgamiento de recursos económicos, 

14  Disponible en: https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-per-
sons
15  CED/C/CHL/CO/1, del 8 de mayo de 2019, p. 4. Disponible en: https://ddhh.minjusticia.gob.cl/me-
dia/2020/02/CED-2019.pdf  

https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-persons
https://www.ohchr.org/es/documents/guiding-principles-search-disappeared-persons
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2020/02/CED-2019.pdf
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2020/02/CED-2019.pdf
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técnicos y de personal calificado para llevar a cabo dichas 
labores, debiendo asegurar que “(…) se continúe la búsqueda 
hasta que se establezca la suerte de la persona desaparecida. 
Esto incluye la identificación, preservación y protección de 
todos los sitios donde se sospecha que pueda haber restos 
humanos de personas desaparecidas”16.

19)	 Que, por su parte, el Grupo de 
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas 
e Involuntarias de Naciones Unidas, 
en adelante el “Grupo”, señaló, en 
el “Comentario General sobre el 
derecho a la verdad en relación con 
las desapariciones forzadas”, del año 
2011, que “[L]a obligación de seguir 
investigando mientras no se haya 
esclarecido la suerte y el paradero 
de la persona desaparecida es una 
consecuencia del carácter continuado  
de las desapariciones forzadas”17.

20)	Que, el Grupo también indicó en un Informe18 realizado 
con ocasión de su Misión a Chile del 29 de enero de 2013, 
que el Estado tiene el deber de “Adoptar un Plan Nacional de 
Búsqueda de Personas desaparecidas que promueva y coor-

16  Ibid. p. 6, párrafo N° 27, letra d).
17   Comentario General sobre el derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas, 
p. 15. Disponible en: https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-disappearances/general-com-
ments “Observaciones generales, Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, 
N°: 10, Tema: Observación General sobre el derecho a la verdad en relación con la desaparición for-
zada, Documento: A/HRC/16/48 (para. 39)”, y en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/
G11/104/48/PDF/G1110448.pdf?OpenElement
18  Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias. A/HRC/22/45/
Add.1. Disponible en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G13/104/35/PDF/G1310435.
pdf?OpenElement

https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-disappearances/general-comments
https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-disappearances/general-comments
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/104/48/PDF/G1110448.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/104/48/PDF/G1110448.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G13/104/35/PDF/G1310435.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G13/104/35/PDF/G1310435.pdf?OpenElement
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dine las acciones de las diversas instancias estatales encarga-
das en la materia”19, así como también el de “Crear una base 
de datos central dedicada a recopilar toda la información re-
lativa a las desapariciones forzadas, que contenga los datos 
adecuados en materia de circunstancias de las desaparicio-
nes, momento de la calificación, situación de la investigación 
judicial, reparaciones, identificación, entre otros. Estos datos 
estadísticos tendrían que ser desagregados por todos aspec-
tos relevantes y ser permanentemente actualizados. La base 
de datos debe contar con las debidas medidas de archivo, 
custodia, mantención, disponibilidad y accesibilidad.”20.  

21)	 Que, esta situación también ha sido señalada por el Insti-
tuto Nacional de Derechos Humanos en su Informe Anual de 
2020, el que ha recomendado al Estado de Chile implementar 
un plan efectivo de búsqueda de víctimas de desaparición for-
zada de personas, indicando que se trata de un tema central 
relacionado con el deber del Estado de dar respuesta acerca 
de la forma y circunstancias en que se produjo la desapari-
ción forzada de las víctimas durante la dictadura. El Instituto 
Nacional de Derechos Humanos, en el informe antes referido, 
señaló que “considera fundamental que se genere una políti-
ca pública que no se centre solamente en lo judicial; es decir, 
un plan de búsqueda de carácter administrativo, que refleje el 
compromiso del Estado en esta materia (…)”21 y que “(…)Los ob-
jetivos de esta política integral, además de la búsqueda, deben 
ser la prevención de desapariciones forzadas, el justo castigo 
de los perpetradores y la adopción de medidas de protección 
de las víctimas, entre otras medidas que garanticen que no se 
vuelvan a cometer desapariciones forzadas.”22.

22)	Que, en atención a estos antecedentes, es claro que el 
esclarecimiento de las circunstancias de desaparición y/o 

19  Ibid., p. 18.
20  Ibid., p. 18.
21  Informe Anual del Instituto Nacional de Derechos Humanos del año 2020, p. 295. Disponible en: 
https://ia2020.indh.cl/informe/INFORME-INDH-2020.pdf 
22  Ibid., p. 296. 

https://ia2020.indh.cl/informe/INFORME-INDH-2020.pdf
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muerte de las personas víctimas de desaparición forzada en-
tre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 en 
Chile no solo es una obligación ética y moral que recae sobre 
la sociedad chilena, sino que es una obligación jurídica que 
recae en el Estado de Chile y que emana del marco jurídico 
nacional e internacional, a consecuencia de las graves y sis-
temáticas violaciones a los derechos humanos cometidas en 
dicho período, y particularmente del crimen de lesa huma-
nidad que significa la práctica sistemática de la desaparición 
forzada.

III.	 Marco normativo para la creación de 
un Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 
Justicia respecto de las personas víctimas 
de desaparición forzada en Chile en el 
periodo entre el 11 de septiembre de 1973 y 
el 10 de marzo de 1990 al alero del Comité 
Interministerial de Derechos Humanos 

23)	Que, el artículo 6, de la ley N° 19.123, que crea Corpo-
ración Nacional de Reparación y Reconciliación, establece 
Pensión de Reparación y otorga otros Beneficios en favor de 
personas que señala, señala: “Se declara que la ubicación de 
las personas detenidas desaparecidas, como igualmente la 
de los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstan-
cias de dicha desaparición o muerte, constituyen un derecho 
inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad 
chilena.”.

24)	Que, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, 
de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, 
que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la 
ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de 
la Administración del Estado, dispone que la administración 
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del Estado debe cumplir sus fines a través de la aprobación, 
ejecución y control de políticas, planes, programas y accio-
nes de alcance nacional, regional y comunal, agregando que 
en su actuar debe respetar el principio de coordinación entre 
los distintos órganos de la administración del Estado.

25)	Que, el artículo 22 del mismo cuerpo normativo, dispo-
ne que los Ministerios son los órganos superiores de cola-
boración del Presidente de la República en las funciones de 
gobierno y administración de sus respectivos sectores, los 
cuales corresponden a los campos específicos de activida-
des en que deben ejercer dichas funciones.

26)	Que, las letra b), g) y h) del artículo 2 del decreto con 
fuerza de ley N° 3, de 2016, del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, que fija el texto refundido, coordinado 
y sistematizado de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos, dispone que es función del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos colaborar, en el ámbito de 
su competencia, con el Presidente de la República en las ma-
terias relativas a la promoción y protección de los derechos 
humanos; formular políticas, planes y programas sectoriales; 
y controlar el cumplimiento de las políticas, planes y progra-
mas sectoriales y evaluar sus resultados.

27)	Que, en virtud de la ley N° 20.885, que crea la Subse-
cretaría de Derechos Humanos y adecua la Ley Orgánica 
del Ministerio de Justicia, y del artículo 10 del decreto con 
fuerza de ley N° 3, de 2016, del Ministerio de Justicia y De-
rechos Humanos, que fija el texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos,  se creó el Comité Interministerial de 
Derechos Humanos, cuya función es asesorar al Presiden-
te de la República en la determinación de los lineamientos 
de la política intersectorial del Gobierno en materia de de-
rechos humanos, constituyendo una instancia de informa-
ción, orientación, coordinación y acuerdo para los ministe-
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rios y servicios que lo integran.

28)	Que, conforme a lo anterior, el Plan Nacional de Bús-
queda de Verdad y Justicia, como instrumento de políti-
ca pública de aplicación intersectorial y coordinado por el 
Comité Interministerial de Derechos Humanos, es la herra-
mienta jurídicamente adecuada para el establecimiento de 
los compromisos programáticos intersectoriales necesa-
rios para el cumplimiento de las obligaciones del Estado de 
Chile en materia de búsqueda de las personas víctimas de 
desaparición forzada.

 

IV.	 Facultades del Programa de Derechos 
Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos para ser el órgano ejecutivo del 
Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 
Justicia respecto de las personas víctimas de 
desaparición forzada en Chile en el periodo 
entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de 
marzo de 1990 

29)	Que, la ley N° 19.123, que crea Corporación Nacional 
de Reparación y Reconciliación, establece pensión de repa-
ración y otorga otros beneficios en favor de personas que 
señala, establece en el artículo 6° que la ubicación de las 
personas detenidas desaparecidas, como igualmente la de 
los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstancias 
de dicha desaparición o muerte, constituye un derecho in-
alienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad 
chilena.

30)	Que, el Programa de Derechos Humanos, en adelante el 
“Programa”, en concordancia con lo establecido en la ley Nº 
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19.486, que aprueba la Ley de Presupuestos del sector pú-
blico para el año 1997, y en el decreto supremo Nº 1005, de 
1997, del entonces Ministerio del Interior, es el continuador 
de las funciones o actividades asignadas a la Corporación 
de Reparación y Reconciliación de la ley Nº 19.123, siendo 
su función continuar prestando la asistencia social, legal y 
judicial que requieran los familiares de las víctimas de desa-
parición forzada, para hacer efectivo el derecho a conocer 
su ubicación, como la de los cuerpos de las víctimas y las 
circunstancias de dicha desaparición o muerte, luego de la 
extinción de la Corporación Nacional de Reparación y Re-
conciliación. 

31)	 Que, conforme al artículo 10 transitorio de la ley N° 
20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, las fa-
cultades del Programa se ampliaron, incluyendo la facultad 
para ejercer todas las acciones legales que sean necesarias, 
incluidas las de presentar querellas respecto de los delitos de 
secuestro o desaparición forzada, en su caso, y de homicidio 
o de ejecución sumaria, en su caso.

32)	Que, posteriormente, en virtud del artículo segundo 
transitorio de la ley N° 20.885, ya citada, el Programa fue 
traspasado desde el Ministerio del Interior al Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos con todas sus funciones y 
atribuciones, incluyendo expresamente aquellas destina-
das al ejercicio de las funciones o actividades asignadas al 
organismo a que se refiere la ley N° 19.123, esto es, la Cor-
poración Nacional de Reparación y Reconciliación, para 
hacer efectivo el derecho que establece el artículo 6 de la 
misma ley. 

33)	Que, los artículos 2°, 3° y 4° de la ley N° 19.123, ya citada, 
incluyen las facultades de promover y coadyuvar a las ac-
ciones tendientes a determinar el paradero y las circunstan-
cias de la desaparición o muerte de las personas detenidas 
desaparecidas y de aquellas que, no obstante existir recono-
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cimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubica-
dos. En el cumplimiento de este objetivo, el Programa de-
berá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a 
este propósito. Podrá, asimismo, requerir, reunir y procesar el 
conjunto de la información existente en poder de entes pú-
blicos, así como solicitarla a entes privados, que diga relación 
con las violaciones a los derechos humanos o la violencia 
política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional 
de Verdad y Reconciliación. Podrá, también, solicitar la cola-
boración de los distintos órganos del Estado, en los asuntos 
que a ellos les competa y tengan relación con las funciones 
propias de aquélla. 

34)	Que, en consecuencia, entre las atribuciones del Progra-
ma de Derechos Humanos, se encuentra la de buscar a las 
víctimas de desaparición forzada, ya que la ubicación de las 
personas detenidas desaparecidas, como igualmente la de 
los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstancias de 
dicha desaparición o muerte, constituye un derecho inaliena-
ble de la sociedad chilena y de los familiares de las víctimas, 
a quienes, además, les debe prestar la asistencia social, legal 
y judicial para ejercer dicho derecho, y para ello cuenta con 
todas las facultades y atribuciones ya indicadas en la ley, es-
tando legalmente habilitado para ser el órgano ejecutivo del 
Plan Nacional de Búsqueda.

V.	Marco normativo para la creación de un 
Comité de Seguimiento y Participación del 
Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 
Justicia respecto de las personas víctimas 
de desaparición forzada en Chile durante el 
periodo comprendido entre el 11 de septiembre 
de 1973 y el 10 de marzo de 1990 
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35)	Que, el artículo 24.2, de la Convención Internacional 
para la Protección de Todas las Personas contra las Desapa-
riciones Forzadas, aprobada por Naciones Unidas en 2006, 
promulgada por el decreto supremo N° 280, de 2010, del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, dispone que cada vícti-
ma tiene el derecho de conocer la verdad sobre las circuns-
tancias de la desaparición forzada, la evolución y resultados 
de la investigación y la suerte de la persona desaparecida y 
que cada Estado Parte tomará las medidas adecuadas a este 
respecto. 

36)	Que, la citada Convención, en su artículo 24.7 dispone 
que cada Estado Parte garantizará el derecho a formar y par-
ticipar libremente en organizaciones y asociaciones que ten-
gan por objeto contribuir a establecer las circunstancias de 
desapariciones forzadas y la suerte corrida por las personas 
desaparecidas, así como la asistencia a las víctimas de desa-
pariciones forzadas.

37)	Que, los Principios Rectores para la Búsqueda de Per-
sonas Desaparecidas establecen en el principio 3º que la 
búsqueda debe ser parte de una política pública y que esta 
debe construirse e implementarse, en todas sus etapas y to-
dos sus alcances, con la participación de las víctimas y de 
todas las personas y organizaciones de la sociedad civil con 
experiencia y voluntad de cooperar con la construcción e 
implementación de esa política. Asimismo, el principio 5º 
dispone que la búsqueda debe garantizar el derecho a la 
participación de las víctimas, sus representantes legales, sus 
abogados o las personas autorizadas por ellos, así como de 
toda persona, asociación u organización con un interés le-
gítimo. 

38)	Que, por su parte, el artículo 69 de la ley N° 18.575, Or-
gánica Constitucional de Bases Generales de la Adminis-
tración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y 
sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, 
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de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presiden-
cia, reconoce el derecho de las personas a participar en 
las políticas, planes, programas y acciones del Estado, y 
el artículo 70 del mismo cuerpo legal establece que cada 
órgano de la administración del Estado deberá establecer 
las modalidades formales y específicas de participación que 
tendrán las personas y organizaciones en el ámbito de su 
competencia.

39)	Que, atendida la naturaleza de la materia de la que trata 
el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia relativa 
a personas víctimas de desaparición forzada en Chile du-
rante el periodo comprendido entre el 11 de septiembre de 
1973 y el 11 de marzo de 1990 y los estándares internacio-
nales, es necesario asegurar la participación incidente de 
las y los familiares de víctimas de desaparición forzada, así 
como de miembros de la sociedad civil con experiencia y 
voluntad de cooperar con la construcción e implementa-
ción del Plan, asegurando transparencia, diversidad y res-
ponsabilidad.

VI.	 Del diseño y contenido del Plan Nacional 
de Búsqueda de Verdad y Justicia respecto de 
las personas víctimas de desaparición forzada 
en Chile durante el periodo comprendido entre 
el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 
1990. 

40)	Que, a partir del 22 de septiembre de 2022 se llevó a cabo 
un proceso participativo para el diseño del Plan Nacional de 
Búsqueda de Verdad y Justicia respecto de las personas víc-
timas de desaparición forzada en Chile durante el periodo 
comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de 
marzo de 1990.
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41)	Que, dicho proceso se llevó a cabo a través de 67 en-
cuentros participativos realizados en 29 comunas de todas 
las regiones del país, contando con 775 participantes, re-
presentantes de 35 agrupaciones de familiares de detenidos 
desaparecidos y ejecutados políticos, 13 agrupaciones de ex-
presos políticos, 43 organizaciones de derechos humanos y 
20 sitios de memoria. Además, participaron 164 familiares sin 
afiliación a ningún colectivo.

42)	Que, los resultados del proceso participativo fueron 
sistematizados en un informe final titulado “Opiniones 
expresadas por familiares, agrupaciones de familiares de 
detenidos desaparecidos, organizaciones de derechos hu-
manos y sitios de memoria. Procesos de diálogos del Plan 
Nacional de Búsqueda”, el que fue aprobado por la resolu-
ción exenta Nº 259, de 29 de agosto de 2023, de la Subse-
cretaría de Derechos Humanos23. Este informe dio cuenta 
de las principales preocupaciones, propuestas, críticas y 
expectativas que se tienen en relación con un Plan Nacio-
nal de Búsqueda.

43)	Que, sobre la base de dicho Informe, y tomando como 
punto de referencia los modelos comparados de planes 
nacionales de búsqueda de Perú, Colombia y México y los 
estándares internacionales, particularmente los Principios 
Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas del 
Comité contra las Desapariciones Forzadas, el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos elaboró una propuesta preli-
minar de Plan Nacional de Búsqueda.

44)	Que, dicha propuesta fue presentada en la sesión XVI-
II del Comité Interministerial de Derechos Humanos24, el 6 
de julio de 2023, designando cada ministerio involucrado 

23  Disponible en: https://www.minjusticia.gob.cl/media/2023/08/REX-259-2023.pdf
24  Resolución Exenta N° 262, de 29 de agosto de 2023, del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos, que aprueba el Acta de la Decimoctava Sesión del Comité Interministerial de Derechos Hu-
manos, realizada el 6 de julio de 2023. Disponible en: https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/
Res_EXENTA_262_SESION18.pdf 

https://www.minjusticia.gob.cl/media/2023/08/REX-259-2023.pdf
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/Res_EXENTA_262_SESION18.pdf
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/Res_EXENTA_262_SESION18.pdf
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un punto focal para continuar la revisión y definición de los 
compromisos intersectoriales.

45)	 Que, una propuesta final, 
incorporando las aportaciones 
intersectoriales de los diversos 
ministerios involucrados, fue 
presentada en la sesión XIX del 
Comité Interministerial de Derechos 
Humanos25, el 28 de julio de 2023, 
siendo aprobada de forma unánime 
por las ministras y ministros de Estado 
presentes en la instancia.

46)	Que, el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Jus-
ticia, aprobado por el Comité Interministerial de Derecho 
Humanos, tiene el objetivo general de esclarecer las cir-
cunstancias de desaparición o muerte y destino final de 
las personas víctimas de desaparición forzada, de manera 
sistemática y permanente, de conformidad con las obli-
gaciones del Estado de Chile y los estándares internacio-
nales. A partir de dicho objetivo general, se desprenden 
tres objetivos específicos: i) esclarecer las circunstancias 
de desaparición o muerte de las personas víctimas de des-
aparición forzada y su paradero; ii) garantizar el acceso a 
la información y participación de las y los familiares y la 

25  Resolución Exenta N° 260, de 29 de agosto de 2023, del Ministerio de Justicia y Derechos Huma-
nos, que aprueba el Acta de la Decimonovena Sesión del Comité Interministerial de Derechos Huma-
nos, realizada el  28 de julio de 2023. Disponible en: https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/
Res_EXENTA_260_SESION19.pdf

https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/Res_EXENTA_260_SESION19.pdf
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2023/09/Res_EXENTA_260_SESION19.pdf
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sociedad respecto de los procesos de búsqueda de vícti-
mas de desaparición forzada; e iii) implementar medidas 
de reparación y garantías de no repetición de la comisión 
del crimen de desaparición forzada26.

47)	Que, cada uno de estos objetivos específicos tiene aso-
ciadas metas, acciones y actividades. En total, el Plan Na-
cional de Búsqueda de Verdad y Justicia aprobado por el 
Comité Interministerial de Derechos Humanos cuenta con 
8 metas, 23 acciones y 46 actividades, con sus respectivos 
responsables y colaboradores.

26  Ibid., p. 2-3.  





 DECRETO:

Artículo Primero.- Apruébase el siguiente 
Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia respecto de las personas 
víctimas de desaparición forzada en 
Chile en el periodo comprendido entre 
el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de 
marzo de 1990, aprobado por el Comité 
Interministerial de Derechos Humanos 
en su XIX sesión, del 28 de julio de 2023:
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I.	 PLAN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE 
VERDAD Y JUSTICIA
II.	INTRODUCCIÓN 

El Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia es un ins-
trumento de política pública, que busca avanzar tanto en el 
cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado 
de Chile27 respecto a la búsqueda, identificación y restitución 
de víctimas de desaparición forzada, como en el mandato 
contenido en la normativa nacional28 sobre el derecho inalie-
nable de las familias y de la sociedad en su conjunto a saber 
lo ocurrido con ellas. Es por este motivo que su objetivo ge-
neral compromete el esclarecimiento de las circunstancias 
de desaparición y/o muerte y destino de estas personas, de 
manera sistemática y permanente, en conformidad con la 
normativa mencionada. 

En cumplimiento de los estándares internacionales, y en par-
ticular de los Principios Rectores de Naciones Unidas para 
la Búsqueda de Personas Desaparecidas29, se diseñó un pro-
ceso participativo para que las personas que han sostenido 
la búsqueda durante los últimos 50 años30 compartieran sus 
opiniones sobre el diseño preliminar del Plan Nacional de 
Búsqueda de Verdad y Justicia y sus experiencias en la ma-
teria. Con este propósito se realizaron 67 encuentros territo-
riales en 29 comunas del país, con 775 participaciones31. La 
información recopilada, en estas instancias de participación, 

27  Organización de las Naciones Unidas (ONU), Convención Internacional para la Protección de 
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 2006; Comité de la Organización de las 
Naciones Unidas (CED ONU) contra la desaparición forzada, Principios rectores para la Búsqueda de 
Personas Desaparecidas, 2019. 
28  Ley N°19.123, que crea Corporación Nacional De Reparación y Reconciliación, establece pensión 
de reparación y otorga otros beneficios en favor de personas que señala.
29  Comité de la Organización de las Naciones Unidas (CED ONU) contra la desaparición forzada, 
Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019.
30  Agrupaciones de familiares, familiares no agrupados, agrupaciones de sobrevivientes y ex presas/
os políticos, organizaciones de derechos humanos, sitios memoria, y personas con un legítimo interés 
en la búsqueda.
31 38 agrupaciones de familiares, 13 organizaciones de sobrevivientes y exonerados, 40 organizacio-
nes de derechos humanos, 18 sitios de memoria y 151 participaciones de familiares no agrupados.
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se proyectó en la formulación de los objetivos, metas y ac-
ciones del plan, y en el diseño de la estructura orgánica y la 
coordinación entre las instituciones del Estado y las familias.

El contexto de la conmemoración de los 50 años del golpe de 
Estado, que significó el quiebre de la institucionalidad demo-
crática, la instalación de una dictadura y la sistemática violación 
de los derechos humanos de sus opositores, pone de relieve 
la necesidad de dar continuidad a los esfuerzos institucionales 
en materia de justicia transicional y, junto con ello, subsanar 
la ausencia de una política que articule y centralice todas las 
acciones involucradas en los procesos de búsqueda.

III.	 MARCO CONCEPTUAL

III.1. Violaciones a los derechos humanos y crímenes de lesa 

humanidad

Las prácticas o actos ejercidos por agentes del Estado que 
atentan contra los derechos de integridad física de las personas 
que se encuentran bajo su jurisdicción constituyen violaciones 
a los derechos humanos32 e incluyen la desaparición forzada, 
el asesinato, las ejecuciones sumarias o extrajudiciales, la tor-
tura y otros tratos crueles, y la prisión política o arbitraria33.

De acuerdo con lo establecido en el derecho penal inter-
nacional, las violaciones a los derechos de integridad física 
que constituyen violaciones de derechos humanos solo pue-
den ser perpetradas, ordenadas o sancionadas por agentes 
del Estado o por algún privado que opere con la anuencia o 

32 Cingranelli & Richards, Human Rights Data Project, 2010; Poe et al., Repression of the Human Right 
to Personal Integrity: A Global Cross-National Study Covering the Years 1976-1993, 1999; Richards 
et al., Respect for Physical-Integrity Rights in the Twenty-First Century: Evalauting Poe and Tate’s Mo-
del 20 Years Later, 2015; Schnakenberg & Fariss, Dynamic Patterns of Human Rights Practices, 2013; 
Wood & Gibney, The Political Terror Scale (PTS): A Re-introduction and a Comparison to CIRI, 2010. 
33 Cingranelli & Richards, Human Rights Data Project, 2010; Schnakenberg & Fariss, Dynamic Patterns 
of Human Rights Practices, 2013; Wood & Gibney, The Political Terror Scale (PTS): A Re-introduction 
and a Comparison to CIRI, 2010.
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consentimiento de este34. Por tanto, los actores institucio-
nales que por definición pueden cometer materialmente es-
tos delitos son los siguientes: integrantes del gobierno; poli-
cías, guardias, personal de seguridad o cualquier otro tipo de 
agente encargado de velar por el orden público; integrantes 
de organizaciones militares o de organizaciones paramilita-
res; integrantes de las Fuerzas Armadas; funcionarias y fun-
cionarios de los servicios públicos; agentes de los servicios 
de inteligencia; funcionarias y funcionarios del sistema de 
justicia (incluye las instituciones encargadas de cuidar a las 
personas que están bajo custodia del Estado) y/o funciona-
rias y funcionarios de un Estado extranjero o de un organis-
mo Internacional35.

Finalmente, el artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Pe-
nal Internacional, promulgado por el decreto supremo N° 104, 
de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, establece que 
los crímenes de lesa humanidad son aquellas violaciones a los 
derechos humanos de integridad física que se cometen como 
parte de un ataque generalizado o sistemático dirigido en con-
tra de la población civil con conocimiento de dicho ataque36. 
Esta categoría especial de violaciones a los derechos humanos 
supone una decisión de violencia estatal centralizada que per-
mite imputar responsabilidad penal y administrativa a la autori-
dad de gobierno y a las instituciones que participaron de forma 

directa o indirecta en la comisión de los delitos.

34 Corte Penal Internacional, Estatuto de Roma, 1998. 
35 Wood & Gibney, The Political Terror Scale (PTS): A Re-introduction and a Comparison to CIRI, 2010.
36 Es importante señalar que el concepto de violación de derechos humanos no distingue entre 
aquellas violaciones a los derechos de integridad física que se cometen con motivos políticos y aque-
llas que no se comenten con motivos políticos, puesto que la doctrina y el enfoque del derecho inter-
nacional establece que las vulneraciones a los derechos fundamentales de las personas pueden ocu-
rrir dentro o fuera de un contexto autoritario o represivo (Bueno De Mesquita et al., 2005; Davenport, 
2007; Davenport & Armstrong, 2004). La tortura ejercida por agentes del Estado, por ejemplo, es 
considerada una violación a los derechos humanos, aunque esta no se desarrolle en el marco de 
una política terrorista o de exterminio dirigida contra las personas que forman parte de la oposición 
política de la dictadura o del gobierno democrático de turno (Beger & Hill, 2019; Conrad et al., 2018; 
McGregor, 2013). Por tanto, la motivación política es una variable independiente de la violencia esta-
tal que conlleva violación a los derechos humanos, al igual que otras.
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III.2. Desaparición forzada

La desaparición forzada es un tipo de violación a los dere-
chos humanos que corresponde al arresto, la detención, el 
secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad 
que sea obra de agentes del Estado o de personas o gru-
pos de personas que actúan con la autorización, el apoyo 
o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la 
suerte o paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola 
de la protección de la ley37. Como se señaló anteriormente, 
la práctica generalizada o sistemática de la desaparición for-
zada de personas es uno de los crímenes de lesa humanidad 
tipificados por el derecho penal internacional38.

En Chile, la desaparición forzada fue perpetrada de forma 
sistemática y generalizada por los órganos represivos de la 
dictadura liderada por Augusto Pinochet, en el periodo com-
prendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo 
de 1990. Durante este periodo, al menos 1.469 personas fue-
ron desaparecidas, mientras que otras 1.747 fueron ejecuta-
das y 31.856 fueron torturadas en campos de concentración 
y centros clandestinos de detención y exterminio39.  

Las comisiones de verdad en Chile utilizaron dos categorías 
para referirse a las personas víctimas de desaparición forzada. 
La primera de ellas es la categoría de detenido desapareci-
do, que aplica a aquellas personas que fueron detenidas por 
agentes del Estado o por personas a su servicio, y respecto de 
las cuales la última noticia es el hecho de su aprehensión o 
su ingreso a un recinto secreto de detención. En estos casos, 
además, las autoridades niegan la detención, o bien decla-
ran haberlos liberado luego de un cierto período de tiempo, 

37 ONU, Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, 2006, art. 2º. 
38 ONU, Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, 2006, art. 5º.
39 Fuentes: Informe Valech y Rettig
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o dan otras explicaciones insatisfactorias, o simplemente no 
otorgan respuestas40. La segunda categoría es la de perso-
na ejecutada sin entrega de cuerpo, que alude a los casos 
de personas detenidas desaparecidas que se han localizado 
posteriormente o se tiene información de su asesinato a ma-
nos de agentes del Estado y, por lo tanto, se los puede consi-
derar también como ejecutados41.

Siguiendo los lineamientos del derecho 
internacional de los derechos humanos, 
el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia considera ambas categorías de 
víctimas y, por lo tanto, las incorpora dentro 
del universo de casos a investigar.

III.3. Justicia transicional y búsqueda de personas someti-

das a desaparición forzada

La justicia transicional se refiere a todas aquellas medidas 
implementadas por los gobiernos para enfrentar las con-
secuencias jurídicas, sociales y políticas que dejan los pa-
sados violentos y/o autoritarios, marcados por el ejercicio 
de violaciones sistemáticas o generalizadas a los derechos 
humanos42. Las medidas de justicia transicional son imple-
mentadas generalmente en contextos de transición política, 
es decir, durante o después del término de una guerra civil 
o de una dictadura, con el objetivo de reconstruir el sistema 
democrático a través de la entrega de verdad, justicia y repa-
ración a las víctimas y sus familiares y garantizar la no repe-
tición de las violaciones a los derechos humanos43. Entre las 
disposiciones de justicia transicional se incluyen los juicios 

40 Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, Informe final, p.18.
41 Ibid., p.19.
42 Teitel, R. “Transitional Justice Genealogy”, Harvard Human Rights Journal, Vol.16 (2003). 

43 Informe Anual del Instituto Nacional de Derechos Humanos del año 2017, p.192. Disponible en: 
https://www.indh.cl/bb/wp-content/uploads/2017/12/01_Informe-Anual-2017.pdf

https://www.indh.cl/bb/wp-content/uploads/2017/12/01_Informe-Anual-2017.pdf
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penales por violaciones a los derechos humanos, las comi-
siones de verdad, las políticas de búsqueda, las políticas de 
memorialización, los programas de reparación integral para 
las víctimas y sus familiares, la revisión de antecedentes y las 
reformas institucionales.

La búsqueda de personas sometidas a desaparición forzada es 
entendida como el proceso de investigación que tiene como 
objetivo localizar, recuperar, identificar y restituir los restos de 
las personas víctimas a sus familiares. Cuando la búsqueda se 
da dentro de un contexto de justicia transicional, son los or-
ganismos del Estado los que asumen formalmente esta fun-
ción a través de procedimientos judiciales o administrativos. 
Sin embargo, en Chile, al igual que en otros países de Améri-
ca Latina con pasados autoritarios recientes, la búsqueda de 
personas desaparecidas por los órganos represivos comenzó 
durante la dictadura, siendo asumida autónomamente por 
los familiares de las personas víctimas y las organizaciones de 
la sociedad civil que trabajaron en la defensa y promoción de 
los derechos humanos.

Considerando lo anterior, es conveniente distinguir operati-
vamente tres tipos o modalidades de búsqueda que se han 
desarrollado históricamente en nuestro país:

i)	 La búsqueda autónoma: llevada a cabo por los familia-
res de las personas víctimas de desaparición forzada y las 
organizaciones de derechos humanos, sin la ayuda de los 
organismos del Estado, y que se enfoca, principalmente, 
en la denuncia de los hechos ocurridos y en la localiza-
ción y liberación de la persona desaparecida44.

ii)	 La búsqueda administrativa o humanitaria: llevada a 

44 Al respecto de la búsqueda de los familiares y el rol del Estado, Natalia Chanfreau, en el II Semi-
nario del Plan Nacional de Búsqueda, señaló que ”nuestro proceso de búsqueda de verdad y justicia 
parte desde los inicios (...) en todo este proceso lo que hay acá es un Estado presente, pero en un Esta-
do presente con todos los recursos para reprimir, para hacer desaparecer, para torturar, para detener, 
un Estado que vuelca todos sus recursos a esto” y que, tras la dictadura, ”empezamos lentamente, a 
partir del empuje de los familiares, a recuperar espacios de verdad y espacios de justicia, con institu-
ciones estatales en contra, adversas” (Chanfreau, 2022). 
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cabo por los organismos del Estado bajo el modelo de 
justicia transicional, fundamentalmente a través de comi-
siones de verdad que investigan el contexto y las circuns-
tancias de las desapariciones y llevan adelante trabajos de 
recopilación de antecedentes y de análisis documental45.

iii)	La búsqueda judicial: llevada a cabo por los tribunales 
de justicia y que consiste en calificar si un imputado es 
jurídicamente responsable por la comisión de una desa-
parición forzada sobre la base de las pruebas reunidas y 
analizadas en el proceso de investigación penal.46

4.	 Como se verá en el capítulo V de este documento, las 
tres modalidades de búsqueda han sido implementadas en 
distintos periodos con diferentes resultados y hallazgos. 

IV.	 MARCO NORMATIVO

IV.1. La obligación del Estado de Chile de buscar a las 

personas víctimas de desaparición forzada

La Convención Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas, en adelante la 
“Convención”, es un tratado internacional que fue suscrito, ra-
tificado y promulgado por el Estado de Chile a través del de-
creto supremo N° 280, de 2010, del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. En el artículo 24 de dicho decreto se dispone que 
cada persona víctima tiene el derecho de conocer la verdad 
sobre las circunstancias de la desaparición forzada, la evolu-
ción y resultados de la investigación y la suerte de la persona 
desaparecida. Igualmente se señala que cada Estado Parte de-
berá adoptar todas las medidas apropiadas para la búsqueda, 
localización y liberación de las personas desaparecidas y, en 

45 Sferrazza, P. La búsqueda de personas desaparecidas en Chile: ¿Necesidad de un complemento 
humanitario?, 2021, p. 83.
46 Idem.
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caso de fallecimiento, para la búsqueda, el respeto y la restitu-
ción de sus restos, velando los Estados Parte porque sus siste-
mas legales garanticen a las víctimas de desaparición forzada 
el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, justa 
y adecuada.

Por otro lado, el Comité contra la Desaparición Forzada de 
Naciones Unidas, en adelante el “Comité”, en las Observa-
ciones finales sobre el informe presentado por Chile en vir-
tud del art. 29, párr. 1 de la Convención, recomendó a este 
que “continúe e intensifique sus esfuerzos de búsqueda de 
las personas que hubiesen sido sometidas a desaparición for-
zada, durante (…) la dictadura, cuya suerte aún no haya sido 
esclarecida y, en caso de fallecimiento, de identificación y 
restitución de sus restos en condiciones dignas”47. 

Por su parte, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones For-
zadas e Involuntarias de Naciones Unidas, en adelante el 
“Grupo”, señaló en el Comentario General sobre el derecho 
a la verdad en relación con las desapariciones forzadas que 
“la obligación de seguir investigando mientras no se haya es-
clarecido la suerte y el paradero de la persona desaparecida 
es una consecuencia del carácter continuado de las desapa-
riciones forzadas”48, e indicó en el Informe, con ocasión de 
su Misión a Chile, que el Estado tiene el deber de “adoptar un 
Plan Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas que 
promueva y coordine las acciones de las diversas instancias 
estatales encargadas en la materia”49.

En atención a estos antecedentes, el esclarecimiento de las 
circunstancias de desaparición y/o muerte de las personas 

47 Comité Contra la Desaparición Forzada de Naciones Unidas (CED). “Observaciones finales sobre el 
informe presentado por Chile en virtud del art. 29, párr. 1 de la Convención”. CED/C/CHL/CO/1. 8 de 
mayo 2019, párr. 26 y 27. Disponible en: https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2020/02/CED-2019.pdf 
48  Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de Naciones Unidas. Informe del 
Grupo de trabajo sobre las desapariciones forzadas o involuntarias, A/HRC/16/48, 2010. Disponible en: 
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/104/48/PDF/G1110448.pdf?OpenElement 
49  Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de Naciones Unidas (GTDF). In-
forme del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias: Misión a Chile, 2013, pág. 
18. A/HRC/22/45/Add.1. Disponible en: https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2016/12/A-HRC-22-45-
Add1_sp.pdf 

https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2020/02/CED-2019.pdf
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/104/48/PDF/G1110448.pdf?OpenElement
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2016/12/A-HRC-22-45-Add1_sp.pdf
https://ddhh.minjusticia.gob.cl/media/2016/12/A-HRC-22-45-Add1_sp.pdf
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víctimas de desaparición forzada entre 1973 y 1990 en Chile 
no solo es una obligación ética y moral que ha recaído sobre 
la sociedad chilena, sino que es una obligación jurídica del 
Estado y que emana del marco jurídico nacional e internacio-
nal, a consecuencia de las graves y sistemáticas violaciones a 
los derechos humanos cometidas en dictadura y, particular-
mente, del crimen de lesa humanidad que significa la práctica 
sistemática de la desaparición forzada.

IV.2. Estándares internacionales para la búsqueda de 

víctimas de desaparición forzada y derecho interno

Diversos estándares internacionales desarrollados por la ju-
risprudencia internacional y otros instrumentos de soft law 
elaborados por diversos organismos internacionales de de-
rechos humanos definen el contenido de esta obligación 
del Estado de Chile. A continuación, se presentan de forma 
agrupada los elementos más relevantes de los estándares in-
ternacionales para la búsqueda de víctimas de desaparición 
forzada y cómo estos han sido recepcionados en nuestro de-
recho interno, configurando el marco jurídico para el diseño 
e implementación del Plan.

IV.2.1. La búsqueda como política de Estado

El Comité, el Grupo y la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (en adelante Corte IDH) han hecho llamados consisten-
tes para que los Estados adopten políticas públicas destinadas 
a la búsqueda de personas desaparecidas. Por ejemplo, la Cor-
te IDH ha sentenciado que la legislación y las políticas públicas 
de los Estados deben traducirse en medidas efectivas para ini-
ciar prontamente la búsqueda, activar todos los recursos ne-
cesarios para movilizar a las diferentes instituciones y servicios 
especializados y desplegar mecanismos internos para obtener 
información que permita localizar a las víctimas con rapidez y, 
una vez encontradas, realizar investigaciones penales que per-
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mitan procesar y sancionar a los responsables de forma eficaz 
y expedita50. En este sentido, la Corte IDH ha señalado que los 
Estados deben demostrar la existencia de políticas públicas que 
doten a las instituciones involucradas en la búsqueda de los re-
cursos y facultades necesarias para garantizar los derechos de 
las personas desaparecidas y sus familiares51. En la misma línea, 
los Principios Rectores elaborados y promovidos por el Comité 
y el Grupo indican que la política pública sobre búsqueda debe 
ser integral, clara, transparente, visible y coherente; promover 
la cooperación y colaboración de todas las instancias del Esta-
do y también con otros Estados y organismos internacionales; 

50  Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapa-
riciones Forzadas o Involuntarias: Misión a Argentina, 2009,párr. 410. A/HRC/10/9/Add.1. Disponible en: 
https://acnudh.org/wp-content/uploads/2010/12/Informe-GdT-Desapariciones-Forzadas-visita-Ar-
gentina-2008.pdf 
51  Ibid.; Dulitsky & Anayanssi, 2009, pág. 18.

https://acnudh.org/wp-content/uploads/2010/12/Informe-GdT-Desapariciones-Forzadas-visita-Argentina-2008.pdf
https://acnudh.org/wp-content/uploads/2010/12/Informe-GdT-Desapariciones-Forzadas-visita-Argentina-2008.pdf
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y materializarse en medidas legislativas, administrativas y presu-
puestales adecuadas, así como en políticas educativas y otras 
políticas sectoriales relevantes52.

En términos operativos, los estándares internacionales de 
derechos humanos establecen que el diseño de la política 
pública de búsqueda debe partir del reconocimiento de la 
dimensión del problema y asegurar un compromiso de alto 
nivel del Estado para esclarecer la suerte y el paradero de 
todas las personas desaparecidas53. Además, debe recibir ple-
no apoyo institucional, político y financiero desde las esferas 
legislativas, ejecutivas y judiciales, así como la cooperación y 
coordinación intersectorial y entre las distintas agencias de 
los familiares y agrupaciones de familiares54. La política públi-
ca de búsqueda también debe incluir otras acciones, como 
la recopilación de datos en terreno, la adopción de políticas 
específicas, las actividades de promoción y concientización, 
el monitoreo de los procesos de exhumación e identificación 
y las conmemoraciones y otros eventos públicos55.

El Grupo ha hecho un llamado a garantizar 
que la búsqueda de personas víctimas de 
desaparición forzada se plasme en políticas 
públicas de largo aliento, con el fin de 
que las medidas se conviertan en políticas 
de Estado, que no varíen ni se diluyan o 
reduzcan como consecuencia del cambio de 
administración o gobierno56.
52  Comité de la Organización de las Naciones Unidas (CED ONU) contra la desaparición forzada, Prin-
cipios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principios 3:4. 
53 Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de Naciones Unidas (GTDF). 
Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias: Misión a Croacia, 
2015, párr.74. Disponible en: https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G15/183/65/PDF/
G1518365.pdf?OpenElement
54  Ibid., cit. nº 37, párr.19.
55  Ibid., párr.16.
56  Ibid. cit. nº 39, párr. 28. 

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G15/183/65/PDF/G1518365.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G15/183/65/PDF/G1518365.pdf?OpenElement
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En Chile, la ley N° 19.123, que crea la Corporación Nacional 
de Reparación y Reconciliación, dispone en su artículo 6 que 
la ubicación de las personas detenidas desaparecidas, como 
igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y las 
circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituye un 
derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la 
sociedad chilena. 

Por su parte, el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 
1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presi-
dencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado 
de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Gene-
rales de la Administración del Estado, dispone que la Adminis-
tración del Estado debe cumplir sus fines a través de la apro-
bación, ejecución y control de políticas, planes, programas y 
acciones de alcance nacional, regional y comunal, agregando 
que en su actuar debe respetar el principio de coordinación 
entre los distintos órganos de la administración del Estado.

Asimismo, las letras b), g) y h) del artículo 2 del decreto con 
fuerza de ley N° 3, de 2016, del Ministerio de Justicia y De-
rechos Humanos, que fija el texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, disponen que es función del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos colaborar, en el ámbito de 
su competencia, con el Presidente de la República en las ma-
terias relativas a la promoción y protección de los derechos 
humanos; formular políticas, planes y programas sectoriales; 
y controlar el cumplimiento de las políticas, planes y progra-
mas sectoriales y evaluar sus resultados. 

A su vez, el artículo 10 de la misma ley crea el Comité In-
terministerial de Derechos Humanos, cuya función es ase-
sorar al Presidente de la República en la determinación de 
los lineamientos de la política intersectorial del gobierno en 
materia de derechos humanos, constituyendo una instancia 
de información, orientación, coordinación y acuerdo para los 
ministerios y servicios que lo integran.
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De conformidad con lo anterior, el Plan Nacional de Búsque-
da de Verdad y Justicia, como instrumento de política públi-
ca de aplicación intersectorial formulado por el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, aprobado y coordinado por 
el Comité Interministerial de Derechos Humanos, es la he-
rramienta jurídicamente adecuada para el establecimiento de 
los compromisos programáticos intersectoriales necesarios 
para el cumplimiento de las obligaciones del Estado de Chile 
en materia de búsqueda de las personas víctimas de desa-
parición forzada, configurándose en una política de Estado 
de carácter permanente, como lo requieren los estándares 
internacionales.

IV.2.2. Complementariedad de la búsqueda y la persecución 

penal

En múltiples ocasiones, las instituciones de los sistemas uni-
versal e interamericano de derechos humanos han manifes-
tado la necesidad de distinguir, complementar y relacionar la 
persecución penal del crimen de desaparición forzada con la 
búsqueda de las personas desaparecidas dentro de un mode-
lo de investigación más general. Esto significa que la política 
pública de investigación y búsqueda de víctimas de desapari-
ción forzada debe considerar al menos dos dimensiones: una 
de carácter judicial, que es encomendada a los órganos ju-
risdiccionales para la persecución de la responsabilidad penal 
de los autores materiales e intelectuales del delito de desapa-
rición forzada; y otra de carácter administrativo o humanitario 
que debe estar radicada en un órgano estatal de búsqueda, 
encargado de recopilar información sobre las personas des-
aparecidas, coordinar las actividades de apoyo psicosocial a 
los familiares y emprender las estrategias de localización, ex-
humación, identificación y restitución de restos57.

57  Sferrazza, P. La búsqueda de personas desaparecidas en Chile: ¿Necesidad de un complemento 
humanitario?, 2021, p. 96.
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El deber de investigar los casos de desaparición forzada inclu-
ye realizar todas las acciones judiciales y administrativas nece-
sarias para determinar el destino final o paradero de la persona 
desaparecida. Sobre esto, la Corte IDH ha indicado que solo si 
se esclarecen todas las circunstancias en cuanto a la desapa-
rición, el Estado habrá proporcionado a las personas víctimas 
y a sus familiares un recurso efectivo y habrá cumplido con su 
obligación general de investigar y, eventualmente sancionar, 
permitiendo a los familiares de la persona víctima conocer la 
verdad sobre lo sucedido.58 Por su parte, los Principios Rec-
tores señalan que el término de la investigación criminal, así 
como la eventual sentencia condenatoria o absolutoria de las 
personas acusadas de haber cometido un delito de desapa-
rición forzada o la declaración de ausencia por desaparición, 
no deben ser un obstáculo para continuar con las actividades 
de búsqueda, ni pueden ser invocadas para suspenderlas59. Las 
investigaciones deben mantenerse hasta que se hayan deter-
minado con certeza las circunstancias de la desaparición, así 
como la suerte y el paradero de la persona desaparecida60.

La complementariedad de la persecución penal de los res-
ponsables y la búsqueda de las personas desaparecidas im-
plica, entre otras cosas, el establecimiento de canales de 
cooperación y colaboración entre los organismos jurisdic-
cionales y administrativos encargados de la investigación. 
Los Principios Rectores establecen que las competencias de 
ambas instituciones deben estar claramente definidas en la 
ley, para evitar que se sobrepongan e interfieran entre sí61. 
Además, sugieren que la información obtenida en los pro-
cesos judiciales sea usada de manera eficiente y expedita 
para la búsqueda de la persona desaparecida, y, a su vez, la 
información producida por los organismos administrativos 
de búsqueda sea utilizada en las investigaciones crimina-
les, y que la distribución del personal profesional capacitado 

58  CIDH, Caso Ticona Estrada y otros vs Bolivia: Fondo, reparaciones y costas, 2008, párr. 80. 
59 Ibid. cit. nº 40, principios 13.4.
60 Ibid.
61 Ibid., principios 13.2.
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de las instituciones refleje que la búsqueda y la persecución 
penal requieren la misma atención62.

A nivel nacional, la persecución penal de los crímenes co-
metidos durante la dictadura, atendida su imprescriptibilidad 
como crímenes de lesa humanidad, se encuentra a cargo de 
los jueces del crimen con dedicación exclusiva, en confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 66 ter del Código de 
Procedimiento Penal. Actualmente, esta función es ejercida 

por ministros y ministras en Visita Extraordinaria de las Cortes 
de Apelaciones del territorio de competencia según el lugar 
de comisión de la desaparición forzada, de acuerdo con los 
artículos 559 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.

La investigación, acusación y juzgamiento de estos crímenes 
por parte de las y los ministros en Visita Extraordinaria se rea-
liza según las reglas del procedimiento ordinario contenidas 
en el Libro II del Código de Procedimiento Penal. Se trata de 
un procedimiento inquisitivo en que la investigación es dirigida 
por un juez instructor bajo secreto sumario, quien asimismo 
acusa y juzga la responsabilidad penal en la etapa plenaria. 

Por otro lado, el deber de investigar y esclarecer las circuns-
tancias de la desaparición forzada, incluidas las labores de 
búsqueda, recae en el Programa de Derechos Humanos del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

El Programa de Derechos Humanos fue creado por el decre-
to supremo N° 1.005, de 1997, del Ministerio de Interior, luego 
de la extinción de la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación creada por la ley N° 19.123, con la función de 
continuar prestando la asistencia social, legal y judicial que 
requieran los familiares de las personas víctimas de desapa-
rición forzada, para hacer efectivo el derecho a conocer  la 
ubicación de los cuerpos de las personas víctimas como las 
circunstancias de dicha desaparición o muerte.

62 Ibid., principios 13.3
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Según el artículo 10 transitorio de la ya citada ley N° 20.405, 
las facultades del Programa de Derechos Humanos pasaron 
a estar establecidas en la ley y se ampliaron, incluyendo la fa-
cultad para ejercer todas las acciones legales que sean nece-
sarias, lo que comprende presentar querellas respecto de los 
delitos de secuestro o desaparición forzada, y de homicidio o 
de ejecución sumaria, según sea el caso.

Posteriormente, en virtud de la ya citada ley N° 20.885, el Pro-
grama de Derechos Humanos fue traspasado desde el Minis-
terio del Interior al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
con todas sus facultades, funciones y obligaciones, incluyendo 
expresamente aquellas destinadas al ejercicio de las funcio-
nes o actividades asignadas al organismo al que se refiere la 
ley N°19.123, esto es, la Corporación Nacional de Reparación 
y Reconciliación, para hacer efectivo el derecho que establece 
el artículo 6 de la misma ley, dentro de las cuales se encuen-
tran las de promover y coadyuvar a las acciones tendientes a 
determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o 
muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas 
cuyos restos no han sido ubicados, no obstante existir recono-

cimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados. 

IV.2.3. Garantías de acceso a la información y participación 

de familiares en la búsqueda

La Corte IDH considera que, en el marco de los artículos 1.1, 8 
y 25 de la Convención Americana, los familiares de las víctimas 
tienen el derecho, y los Estados la obligación correlativa, a que 
los hechos vinculados con la desaparición forzada de personas 
sean efectivamente investigados por las autoridades estatales 
y, en ese sentido, a conocer la verdad de lo sucedido63. 

Por su parte, los Principios Rectores señalan que “el derecho 

63 CIDH, Caso Radilla Pacheco vs Estados Unidos de México: Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas, 2009, párr. 180. 
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de acceso a la información incluye la obligación de brindar 
una adecuada orientación a los familiares de las víctimas en 
lo relativo a sus derechos y a los mecanismos de protección 
de estos derechos”64. Contempla también el deber de darles 
información periódica y ocasional sobre las medidas adop-
tadas para buscar a las personas desaparecidas e investigar 
su desaparición, e igualmente sobre los posibles obstáculos 
que puedan impedir el avance de la búsqueda65. En la misma 
línea, el Comité y la Corte IDH han sugerido que los Estados 
informen a los familiares o a los representantes de las vícti-
mas de manera periódica, a través de comunicación escrita, 
sobre el proceso de búsqueda, localización, identificación y 
determinación de las causas de muerte y lesiones previas de 
las personas desaparecidas y presuntamente ejecutadas66. 

En cuanto a la participación de familiares en los procesos 
de búsqueda, las instituciones del derecho internacional de 
los derechos humanos han sido enfáticas en señalar que 
la política pública de búsqueda debe construirse e imple-
mentarse, en todas sus etapas y todos sus alcances, con la 
participación de los familiares de las personas víctimas y de 
todas las personas y organizaciones de la sociedad civil con 
experiencia y voluntad de cooperar con la construcción e 
implementación de esa política. Según los Principios Recto-
res67, los familiares de las víctimas, así como toda persona, 
asociación u organización con un interés legítimo, tienen 
el derecho de participar en la búsqueda. Este derecho debe 
estar protegido y garantizado en todas las etapas del pro-
ceso de búsqueda, sin perjuicio de las medidas adoptadas 
para preservar la integridad y efectividad de la investigación 
penal o de la búsqueda misma. Las personas mencionadas 
deben tener acceso a la información sobre las acciones 

64Ibid. cit. nº 40, principio 5.2.
65 Ibid.
66 CIDH, Caso Masacres de Río Negro vs Guatemala: Excepción preliminar, fondo, reparaciones y cos-
tas, 2012, párr. 268; Comité contra la Desaparición Forzada (CED), Observaciones finales sobre el in-
forme presentado por Chile en virtud del artículo 29, 2019, párr. 17.d.
67 ONU, Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principios 5.1
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realizadas, así como sobre los avances y los resultados de 
la búsqueda y de la investigación. Asimismo, sus aportes, 
experiencias, sugerencias alternativas, cuestionamientos y 
dudas deben ser tomadas en cuenta durante todas las eta-
pas de la búsqueda, como insumo para que esta sea más 
efectiva, sin someterlas a formalismos que las obstaculicen. 
En ningún caso la negativa de las personas mencionadas a 
ejercer su derecho a la participación debe usarse, por parte 
de las autoridades, como motivo para no iniciar o avanzar 
en la búsqueda68. 

Además, garantizar la participación implica la 
adopción de medidas destinadas a contener 
o aminorar los efectos negativos que podrían 
generar las actividades de búsqueda o 
persecución penal en los familiares de las 
víctimas de desaparición forzada. Por ello, 
los Principios Rectores han sugerido que 
los funcionarios estatales encargados de 
la búsqueda estén formados en materia 
de protección con enfoque diferencial y 
capacitados para comunicarse con empatía 
y respeto con los familiares y las demás 
personas participantes69.

A nivel interno, existe regulación legal sobre el acceso a la 
información y el derecho a la participación. El primero de es-
tos derechos se encuentra consagrado en el inciso segundo 
del artículo 8 de la Constitución Política de la República, en 
el artículo 13 de la ley N° 18.575 y en la ley N° 20.285, sobre 
acceso a la información pública. El segundo, se encuentra 
consagrado en el artículo 69 de la ley N° 18.575, que reco-
68  ONU, Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principios 5.1
69  ONU, Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principios 5.2
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noce el derecho de las personas a participar en las políticas, 
planes, programas y acciones del Estado, y en el artículo 70 
del mismo cuerpo legal, que dispone que cada órgano de la 
administración del Estado deberá establecer las modalidades 
formales y específicas de participación que tendrán las per-
sonas y organizaciones en el ámbito de su competencia. 

De esta forma, existe una amplia gama de posibles meca-
nismos de acceso a la información y participación para dar 
cumplimiento a los estándares internacionales aplicables en 
la materia.

Por otro lado, respecto a la relación con las medidas destina-
das a contener o aminorar los efectos negativos que podrían 
generar las actividades de búsqueda o persecución penal 
para los familiares de las personas víctimas de desaparición 
forzada, la ley N° 20.405 mandata al Programa de Derechos 
Humanos a brindar acompañamiento social a las familias de 
personas víctimas de desaparición forzada en los procesos 
de búsqueda. Este mismo mandato es compartido por el Pro-
grama de Reparación y Atención Integral en Salud (PRAIS), 
del Ministerio de Salud, creado por la norma técnica N° 88, 
aprobada por la resolución exenta N° 437, de 2006, para ha-
cer efectivo el derecho de acceso a la salud, contenido en el 
artículo 28 de la ley N° 19.123.
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Los organismos del sistema internacional e interamericano 
de derechos humanos han precisado con cierta profundidad 
las características del principio de la debida diligencia que rige 
la búsqueda de personas desaparecidas. Específicamente, se 
han referido a los deberes del Estado de llevar a cabo la bús-
queda de personas de oficio y de forma inmediata70.Coinci-
dentemente, han favorecido la creación de órganos estatales 
especializados en la búsqueda y se han precisado las caracte-
rísticas, composición y facultades que debieran tener para la 
consecución de sus objetivos71. Se hace especial énfasis en la 
necesidad de que los funcionarios de las instituciones a car-
go de la localización, exhumación, identificación, custodia y 
preservación de las osamentas de las personas víctimas sean 
profesionales e imparciales72.

70  CED, Observaciones finales sobre el informe presentado por España en virtud del artículo 29, 2013, 
párr. 32. 
71  CED, Observaciones finales sobre el informe presentado por España en virtud del artículo 29, 2013, párr. 32.
72  CIDH, Caso del Caracazo vs Venezuela: Reparaciones y costas, 2002, párr. 143.2.
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Respecto del inicio de la investigación de oficio, el Progra-
ma de Derechos Humanos tiene la capacidad para iniciar de 
oficio las investigaciones para el esclarecimiento de las cir-
cunstancias de desaparición forzada, de acuerdo con las fa-
cultades señaladas en el artículo 2 de la ley N° 19.123, esto 
es, las de promover y coadyuvar a las acciones tendientes 
a determinar el paradero y las circunstancias de la desapa-
rición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y 
de aquellas cuyos restos no han sido ubicados, no obstan-
te existir reconocimiento legal de su deceso. Respecto de la 
persecución criminal, esta debe ser ejercida de oficio por los 
tribunales, conforme al artículo 105 del Código de Procedi-
miento Penal, sin perjuicio de la facultad del Programa de 
Derechos Humanos para querellarse en casos de personas 
víctimas calificadas conforme al artículo 10 transitorio de la 
ley N° 20.405.

Para el cumplimiento de estos fines, según el artículo 2 de la 
ley N° 19.123, el Programa de Derechos Humanos cuenta con 
las facultades para i) requerir, reunir y procesar el conjunto 
de la información existente en poder de entes públicos, así 
como solicitarla a entes privados, que diga relación con las 
violaciones a los derechos humanos o la violencia política a 
que se refiere el informe de la Comisión Nacional de Verdad 
y Reconciliación; ii) recopilar, registrar y sistematizar toda la 
información útil para determinar el paradero y las circunstan-
cias de la desaparición o muerte de las personas detenidas 
desaparecidas y de aquellas cuyos restos no han sido ubica-
dos, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso; 
y iii) para organizar, planificar y ejecutar las acciones de bús-
queda tendientes a determinar estas circunstancias.

En cuanto al profesionalismo y objetividad en el trabajo de 
la institución a cargo de la localización, exhumación, identi-
ficación, custodia y preservación de los restos de las perso-
nas víctimas, conforme a la ley N° 20.065, el Servicio Médico 
Legal tiene la función de asesorar técnica y científicamente 
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a los órganos jurisdiccionales y de investigación, en todo el 
territorio nacional, en lo relativo a la medicina legal, ciencias 
forenses y demás materias propias de su ámbito, realizando 
peritajes médico-legales en materias clínicas, tanatológicas, 
psiquiátricas y de laboratorio, evacuando los informes peri-
ciales del caso.

V.	DIAGNÓSTICO

V.1. Antecedentes sobre la desaparición forzada de personas 

durante la dictadura civil militar chilena

La desaparición forzada fue una práctica generalizada y sis-
temática implementada por la dictadura chilena en el pe-
ríodo comprendido entre el 11 de septiembre 1973 y el 10 
de marzo de 1990, constituyéndose en un crimen de lesa 
humanidad, conforme al artículo 5 de la Convención y el 
Estatuto de Roma. 

La práctica de la desaparición forzada presenta diferencias 
según el año, el territorio, las personas víctimas y los órganos 
represores que cometieron este crimen. De este modo, para 
el correcto diseño del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia y la implementación de las acciones tendientes al 
esclarecimiento de las circunstancias de la desaparición y/o 
muerte de las personas víctimas, se vuelve necesario com-
prender en toda su profundidad cómo operó la desaparición 
forzada en Chile como una práctica de extermino.
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De acuerdo con la categorización realizada 
por las comisiones de verdad, el 74,34% de 
las personas víctimas de desaparición forzada 
corresponde a casos de personas detenidas y 
desaparecidas por el aparato represivo de la 
dictadura, y el 25,66% corresponde a casos de 
personas ejecutadas cuyos cuerpos no fueron 
entregados a sus familiares (ver figura 2). La 
primera de estas formas de desaparición forzada 
presenta mayores niveles de planificación y 
empleo de recursos que la segunda, lo que 
impacta en las estrategias de búsqueda que 
deben emplearse para cada uno de estos casos.

	› Figura 2 

Proporción de personas víctimas de desaparición forzada 
calificadas como detenidas desaparecidas y ejecutadas sin 
entrega de cuerpo por las comisiones de verdad.

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 202373.

73  Gráfico se elabora en base al estudio y sistematización de la información disponible en los in-
formes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura.

1092
(74,34%)

377
(25,66%)

Detenido/a desaparecido/a

Ejecutado/a sin entrega de cuerpo
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A su vez, la desaparición forzada no fue empleada de forma ho-
mogénea en el territorio. Si bien hay un fuerte componente ur-
bano, también existe un número importante de casos de desa-
parición forzada en sectores rurales en la zona sur y en sectores 
mineros e industriales del norte de nuestro país (ver Tabla 1).

	› Tabla 1

Lugar de secuestro o detención de las personas víctimas de 
desaparición forzada calificadas por las comisiones de verdad

REGIÓN/PAÍS N %

Arica y Parinacota 9 0,61%

Tarapacá 31 2,11%

Antofagasta 39 2,65%

Atacama 22 1,50%

Coquimbo 21 1,43%

Valparaíso 30 2,04%

Metropolitana 775 52,76%

Lib. B. O’Higgins 1 0,07%

Maule 64 4,36%

Ñuble 60 4,08%

Biobío 149 10,14%

La Araucanía 114 7,76%

Los Ríos 53 3,61%

Los Lagos 46 3,13%

Aysén 7 0,48%

Magallanes y Antártica Chilena 2 0,14%

Argentina 45 3,06%

Bolivia 1 0,07%

Total 1469 100,00%

Fuente: Elaboración propia Programa de Derechos Humanos, 2023.74

74  Tabla se elabora en base al estudio y sistematización de la información disponible en los infor-
mes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
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En cuanto a los datos demográficos de las personas víctimas 
de desaparición forzada, los informes de las comisiones de 
verdad muestran que el 95,7% de ellas corresponde a perso-
nas con sexo registral masculino y el 4,3% son personas de 
sexo femenino. Además, los datos de las comisiones de ver-
dad muestran que la población de personas sometidas a des-
aparición forzada tenía en promedio 29 años y que el 13,6% 
era menor de 21 años.

	› Figura 3

Sexo y edad de las personas víctimas de desaparición forzada
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Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 2023.75

Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura
75  Gráfico se elabora en base al estudio y sistematización de la información disponible en los in-
formes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura.



62

De acuerdo con los datos de las comisiones de verdad, el 
50,28% de las personas víctimas de desaparición forzada eran 
obreros o campesinos y el 20,98% eran profesionales univer-
sitarios, técnicos de nivel superior o empleados en empresas 
particulares o estatales. El resto de las personas víctimas eran 
principalmente estudiantes de educación superior (en su ma-
yoría universitarios), estudiantes de educación primaria y se-
cundaria y funcionarios públicos del gobierno de la Unidad 
Popular (ver figura 4).

	› Figura 4

Ocupación laboral de las personas víctimas de desaparición 
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Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos.76

76  Gráfico se elabora en base al estudio y sistematización de la información disponible en los in-
formes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura.
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El 62% de las personas víctimas de desaparición forzada mi-
litaba o estaba vinculada a algún partido político de oposi-
ción a la dictadura. De las 1.469 víctimas calificadas por las 
comisiones de verdad, 292 pertenecían al Movimiento de Iz-
quierda Revolucionaria (MIR), 285 al Partido Comunista (PC), 
275 al Partido Socialista, 24 al Movimiento de Acción Popular 
Unitaria (MAPU), 9 al Partido Radical (PR), 5 al Frente Patrió-
tico Manuel Rodríguez (FPMR), 5 a la Democracia Cristiana 
(DC), 3 a la Izquierda Cristiana (IC) y 14 a otros colectivos y 
movimientos políticos que fueron perseguidos por el aparato 
represor de la dictadura. 

	› Tabla 2

Militancia o cercanía política de las personas víctimas de des-
aparición forzada

MILITANCIA/CERCANÍA POLÍTICA N %

MIR 292 19,88%

PS 275 18,72%

PC 285 19,40%

MAPU 24 1,63%

PR 9 0,61%

FPMR 5 0,34%

DC 5 0,34%

IC 3 0,20%

Otros partidos o movimientos 
políticos

14 0,95%

No informada 557 37,92%

Total 1469 100,00%

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos202377

77  Tabla se elabora en base al estudio y sistematización de la información disponible en los infor-
mes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura.
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Por otro lado, las formas específicas en que los cuerpos fue-
ron inhumados, exhumados y hechos desaparecer exhibie-
ron diferentes patrones en el tiempo y el territorio (ver Tabla 
3). Hasta la fecha no se han podido establecer correlaciones 
entre las características de las personas víctimas, los órganos 
responsables de la desaparición, el año y la relación entre te-
rritorio y métodos empleados, pero diversas investigaciones 
judiciales y académicas han logrado demostrar ciertas corre-
laciones, arrojando luces sobre cómo operó la desaparición 
forzada en Chile y ofreciendo una aproximación a cómo la 
reconstrucción sistemática de patrones puede contribuir al 
esclarecimiento de la verdad.

	› Tabla 3

Métodos empleados por agentes del Estado para el ocultamien-
to de cuerpos de personas víctimas de desaparición forzada

5.	 MÉTODOS DE DESAPARICIÓN FORZADA

1.	 Cuerpos 
devueltos a los 
familiares

Al comienzo de la dictadura las personas víctimas de ejecución 
política fueron entregadas a sus familiares. Cada familia asume 
el rito funerario, aunque autoridades policiales y militares 
entregaron un ataúd sellado con la prohibición expresa de 
abrirlo. Considerando que los deudos no estuvieron seguros 
de la identidad de quien enterraban, así como de su causa 
de muerte, se han realizado exhumaciones y excavaciones 
arqueológicas de ejecutados políticos tendientes a despejar 
estas dudas. En este caso, y a diferencia de los detenidos 
desaparecidos, muchas veces los cuerpos en ataúdes habían 
sido enterrados en cementerios públicos por los propios 
familiares.

2.	 Cuerpos 
enterrados en 
cementerios 
públicos

Ocurrió al inicio de la dictadura y se trató de ejecuciones 
sumarias donde los cuerpos de las víctimas fueron llevados por 
fuerzas militares y enterrados por los panteoneros del lugar 
(muchas veces bajo supervisión militar) en tumbas individuales, 
generalmente reservadas para indigentes. En muchos casos 
se conocía la identidad de las víctimas, pero no se informaba 
a los familiares y quedaban como NN, como ocurrió en los 
cementerios de Cauquenes, Talca, Nueva Imperial, La Rana de 
Huelquén en Paine y Playa Ancha en Valparaíso, entre otros.
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3.	 Cuerpos 
enterrados en 
predios particulares, 
exhumados y 
enterrados en 
cementerios 
públicos

Esto sucedió con 19 desaparecidos de Laja y San Rosendo, 
en el centro sur de Chile, que, luego de ser asesinados en 
septiembre de 1973, fueron inhumados clandestinamente en 
el Fundo San Juan. Posteriormente, en octubre del mismo año, 
18 de ellos fueron exhumados y enterrados en el cementerio 
de Yumbel por los perpetradores, en este caso Carabineros.

4.	 Cuerpos humanos 
en enterramientos 
individuales y 
múltiples en fosas 
clandestinas

Corresponde a ejecuciones sumarias realizadas en las 
proximidades de las fosas, a veces previamente habilitadas por 
las propias víctimas. Uno de los casos más notorios es Pisagua, 
donde los cuerpos fueron depositados en tres capas sucesivas.

5.	 Cuerpos 
humanos enterrados 
clandestinamente 
en predios militares

Ocurrió principalmente en el sector de Peldehue, en la comuna 
de Colina, al norte de Santiago. En el cerro Las Tórtolas se 
encontraron tres cuerpos insertos en una pirca, cubiertos 
con las piedras de ese mismo muro antiguo. Los cuerpos 
fueron dejados en ese lugar, que era propiedad del Ejército, 
siendo descubiertos mientras se realizaban labores de 
movimientos de tierra luego de que el predio fuera traspasado 
a una empresa minera. En este caso, las víctimas habían sido 
apresadas en 1976 por la DINA. También en Colina, pero en el 
campo militar del Fuerte Arteaga, se han documentado tres 
lugares de hallazgos de víctimas. Uno de ellos contenía los 
restos de los detenidos en La Moneda el día del golpe militar, 
el que fue excavado por un equipo multidisciplinario en 2001. 
Otro sitio correspondía a un entierro individual descubierto en 
una prospección arqueológica en el mismo lugar. En el último 
lugar se encontraron tres cuerpos, en 1995, en una rinconada 
al interior de ese destacamento militar, que correspondían a 
personas detenidas por el Comando Conjunto en 1976. Los 
cuerpos fueron enviados al Servicio Médico Legal, que realizó 
la identificación de las víctimas.
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6.	 Cuerpos humanos 
abandonados sin 
enterrar

Esta modalidad ocurrió en los primeros meses de la dictadura y 
se trataba de ejecuciones sumarias producto de allanamientos 
a industrias y viviendas, así como de ejecuciones de personas 
que transgredían el toque de queda impuesto por las fuerzas 
militares. Los cuerpos de las víctimas fueron dejados en vías 
públicas y ríos de ciudades y pueblos a lo largo del país. 
Posteriormente los cuerpos fueron recogidos por funcionarios 
del Servicio Médico Legal, autopsiados en ese servicio y 
enviados a los cementerios públicos, donde eran enterrados 
de acuerdo con la modalidad reseñada  en el N°2 supra. En 
la autopsia médico-legal se tomaban sus huellas dactilares, 
las que se enviaban al Registro Civil. En algunos casos, y 
con posterioridad a su entierro como NN, se obtenía una 
identificación positiva por esta técnica, sin embargo, el cadáver 
no siempre fue enterrado en la fosa asignada inicialmente.

7.	 Cuerpos arrojados 
al mar desde aviones 78

Esta forma de ocultamiento se implementó cuando el secuestro 
y asesinato de los opositores al régimen militar se hizo más 
selectivo. Tal es el caso de las víctimas de la Brigada Lautaro de 
la DINA, que funcionó en el Cuartel Simón Bolívar, entre las que 
se encuentran Marta Ugarte y Víctor Díaz, quienes, después 
de meses de cautiverio, fueron lanzados al mar, muertos o 
moribundos, con el cuerpo amarrado con alambres y rieles 
para provocar su inmersión en el mar79.

8.	 Cuerpos humanos 
enterrados, 
desenterrados y 
quemados

La modalidad de desenterrar los cuerpos previamente 
inhumados por las fuerzas policiales y militares en fosas 
clandestinas y proceder a su cremación, ya sea en hornos o 
simples parrillas, se encuentra documentada en las remociones 
de fosas en Colonia Dignidad y en Mulchén. La información 
judicial logró determinar que, en el primer caso, las cenizas 
fueron lanzadas al río Perquilauquén. Respecto del segundo 
caso, se desconoce el destino final de las cenizas80.

9.	 Cuerpos humanos 
enterrados, 
desenterrados y 
lanzados al mar

Tenía por objetivo eliminar todo rastro de las ejecuciones. En un 
comienzo se usó en forma aleatoria por los perpetradores, pero 
más tarde se transformó en un plan nacional conocido como 
operación “Retiro de Televisores”. Entre los casos documentados 
se encuentran las remociones de Cuesta Barriga y Fuerte 
Arteaga, ambas en la Región Metropolitana de Santiago, y de 
Chihuío, en la precordillera de la X Región, entre otros.

78   Judicialmente está documentada la utilización de helicópteros. 
79  Se conocen antecedentes judiciales de su utilización previa en localidades de la Región de Valparaíso. 
80  Existen antecedentes judiciales que dan cuenta que dicho procedimiento también fue utilizado en Constitución, Linares 
y Pisagua.
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10.	 Cuerpos 
humanos enterrados, 
desenterrados, 
vueltos a enterrar, 
desenterrados 
nuevamente y 
lanzados al mar

El caso más notorio es el de los ejecutados en las cercanías 
de Calama por la Caravana de la Muerte, en el sitio conocido 
como KM-13.

11.	 Cuerpos 
humanos arrojados a 
minas abandonadas

En esta modalidad encontramos tres casos: Cuesta Barriga, 
Lonquén y Tocopilla. El tercero corresponde a la mina “La 
Descubridora” (también llamada “La Veleidosa”), ubicada en la 
Sierra Tres Puntas, cerca de Tocopilla. Allí, en 1973, fueron lanzados 
a su interior los cuerpos de tres detenidos, previamente ejecutados 
por Carabineros. En 1990, se pudo ingresar al interior de la mina y 
recolectar algunos fragmentos de piezas óseas diseminados hasta 
una profundidad de 380 metros. Los restos óseos se encontraban 
en estado fragmentario y la investigación judicial reveló que los 
cuerpos de las víctimas fueron dinamitados en el lugar por efectivos 
militares. Por la falta de oxígeno, solo se podía bajar por escasas 
horas al fondo de la mina, lo que constituyó un gran riesgo para 
los arqueólogos y antropólogos que, durante un mes, recolectaron 
fragmento tras fragmento. Entre los restos se encontró un pulgar 
humano con tejido pulpar, del cual, al ser sometido a exámenes 
e hidrataciones especiales, se pudo obtener la huella dactilar de 
Claudio Tognola Ríos, un desaparecido de esa ciudad. Teniendo 
presente que junto a esta víctima habían sido ejecutados Carlos 
Garay y Luis Segovia, el juez determinó que las piezas óseas 
recolectadas correspondían en su conjunto a esas tres víctimas.

12.	 Cuerpos 
humanos arrojados a 
ríos y otros cursos de 
agua

Entre los casos conocidos se encuentran los hallazgos de 
cuerpos arrojados a afluentes del río Maipo, durante 1976, que 
luego terminaron inhumados en el Patio 28 del Cementerio 
General. Otro caso de esta naturaleza se observa en lo sucedido 
con los hermanos Guido y Héctor Barría Bassay, quienes fueron 
arrojados al cauce del río Negro.

13.	 Cuerpos 
humanos arrojados 
al mar desde 
embarcaciones

El Remolcador “Kiwi” fue utilizado durante la dictadura militar 
por personal de la Armada de Chile para lanzar cuerpos de 
presos políticos al mar. Un miembro de la tripulación del Kiwi 
relató que, después del golpe militar, varias veces llevaron a 
bordo cuerpos de personas que eran lanzados desde el muelle a 
la cubierta y que luego la nave salía a alta mar, donde los tiraban.

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos en base a Cáceres, Iván,  “Detenidos 

desaparecidos en Chile: Arqueología de la muerte negada. 2011”81.

81 Tabla se elabora en base al estudio y sistematización de la reconstrucción de las modalidades de 
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V.2. Antecedentes de los procesos de búsqueda de víctimas 

de desaparición forzada desarrollados en Chile

Como fue mencionado anteriormente, la búsqueda de perso-
nas desaparecidas es una obligación jurídica del Estado, cuya 
fuente son los tratados internacionales suscritos y ratificados 
por Chile. Sin embargo, a pesar del carácter permanente de la 
desaparición forzada, hasta la fecha no hay una política públi-
ca encargada de ejecutar tareas de manera constante. Sin per-
juicio de lo anterior, sí es posible identificar diversos esfuerzos 
para levantar procesos de reconstrucción de la verdad y de 
búsqueda, que han permitido avanzar en el esclarecimiento de 
determinados casos. Este apartado consigna cuáles han sido 
los esfuerzos efectuados y qué resultados han tenido. 

V.2.1. Esfuerzos de búsqueda previos al Plan Nacional de 

Búsqueda de Verdad y Justicia 

•	 Búsqueda de los familiares

Los familiares de personas detenidas desaparecidas son 
fundamentalmente quienes han protagonizado los proce-
sos de búsqueda en nuestro país. La organización de los 
familiares surgió en forma temprana y determinante, inme-
diatamente después de producidas las detenciones de sus 
seres queridos82. 

Los familiares de las personas víctimas de la represión de la dic-
tadura, en su mayoría mujeres, conformaron rápidamente or-
ganizaciones: la Agrupación de Familiares de Detenidos Desa-
parecidos, en 1974, y la Agrupación de Familiares de Ejecutados 
Políticos, en 197683; cuyas acciones estuvieron caracterizadas 
por la denuncia permanente en el espacio público, huelgas de 

desaparición forzada identificadas por Iván Cáceres Roque en “Detenidos desaparecidos en Chile: Ar-
queología de la muerte negada. 2011”, incorporando dos modalidades adicionales en base al estudio 
de sentencias judiciales y fuentes abiertas del Programa de Derechos Humanos.
82  Peñaloza, C. Creció soñando el día de ver: La larga búsqueda de los hijos de detenidos desapare-
cidos en Chile, 2016, p. 61-65.
83  Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos (AFEP), El largo camino en búsqueda de Justicia, 
2017. 
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hambre, señalamiento de los centros de detención, entre otras. 
Asimismo, fueron fundamentales las acciones apoyadas en la 
solidaridad internacional, las que visibilizaron de manera im-
portante las violaciones a los derechos humanos que estaban 
ocurriendo en el país y permitieron84, como fueron los casos de 
Lonquén y Yumbel en 1978 y 1979, respectivamente. 

La búsqueda efectuada por los familiares recibió tempranamen-
te la orientación por parte de organizaciones de la sociedad civil, 
la Vicaría de la Solidaridad y la Fundación de Ayuda Social de las 
Iglesias Cristianas (FASIC), las que ofrecieron apoyo principal-
mente mediante el acompañamiento psicosocial y la asesoría 
en las acciones judiciales presentadas en favor de las personas 
desaparecidas85. Del mismo modo, el trabajo de registro y do-
cumentación que realizaron los familiares y las organizaciones 
conformaron una base de datos que respaldó el trabajo de cali-
ficación de las comisiones de verdad86. En total, se pueden enu-
merar al menos 15 organizaciones dedicadas a la defensa de los 
derechos humanos y al acompañamiento social y jurídico de 
los familiares de las personas víctimas de la dictadura87, las que 
conformaron un movimiento de derechos humanos en Chile a 
partir del cual los posteriores esfuerzos institucionales en mate-
ria de justicia transicional pudieron materializarse.

En dictadura, el Estado no levantó iniciativa alguna que se 
hiciera cargo de la búsqueda de las personas desaparecidas. 
Por esta razón la búsqueda efectuada por las familias y las or-
ganizaciones de derechos humanos se considera de carácter 
autónomo.88 

84  Guerrero, M. Sociología de la masacre, 2023. 
85  Sferrazza, P. La búsqueda de personas desaparecidas en Chile: ¿Necesidad de un complemento 
humanitario?, 2021.
86  Quintana, A. G. Políticas archivísticas para la defensa de los derechos humanos, 2009. 
87  Orellana, P. & Hutchison, E. El movimiento de derechos humanos en Chile, 1991. Pág. 13.
88  Al respecto de la búsqueda de los familiares y el rol del Estado, Natalia Chanfreau, en el II Semi-
nario del Plan Nacional de Búsqueda, señaló que “… nuestro proceso de búsqueda de verdad y justicia 
parte desde los inicios (...) en todo este proceso lo que hay acá es un Estado presente, pero en un Esta-
do presente con todos los recursos para reprimir, para hacer desaparecer, para torturar, para detener, 
un Estado que vuelca todos sus recursos a esto” y que, tras la dictadura, “empezamos lentamente, a 
partir del empuje de los familiares, a recuperar espacios de verdad y espacios de justicia, con institu-
ciones estatales en contra, adversas” (Chanfreau 2022).
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•	 Mecanismos implementados por el Ejecutivo

Desde el término de la dictadura, el Estado de Chile ha em-
pujado una serie de mecanismos para avanzar en materia de 
justicia transicional. Las medidas pueden diferenciarse entre 
los mecanismos de reconstrucción de la verdad para esclare-
cer lo acontecido a las personas víctimas, los procedimientos 
de asistencia judicial para la persecución penal de los res-
ponsables y los mecanismos de reparación para las personas 
afectadas y sus familiares.

La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (Comisión 
Rettig), creada en 1990, corresponde al primer mecanismo 
cuyo objetivo fue “contribuir al esclarecimiento global de la 
verdad sobre las más graves violaciones a los derechos hu-
manos cometidas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de 
marzo de 1990, ya fuera en el país o en el extranjero, si estas 
últimas tuvieron relación con el Estado de Chile o con la vida 
política nacional, con el fin de colaborar a la reconciliación 
de todos los chilenos y sin perjuicio de los procedimientos 
judiciales a que puedan dar lugar tales hechos”89.  

En febrero de 1991 la Comisión entregó 
un informe (Informe Rettig), en el que se 
constató la recepción de 3.550 denuncias, 
de las cuales 2.296 fueron considerados 
como casos calificados de violaciones a los 
derechos humanos, correspondiendo 979 de 
ellas a víctimas detenidas desaparecidas. 

Posteriormente, en febrero de 1992, se promulgó la ley Nº 
19.123, a través de la cual se creó la Corporación Nacional 
de Reparación y Reconciliación (en adelante e indistintamen-

89  Decreto Supremo N° 355. Artículo 1.
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te “CNRR” o la “Corporación”)90. En este caso, el organismo 
en cuestión fue mandatado para coordinar e implementar las 
medidas de reparación propuestas por el informe de la prime-
ra comisión, junto con la reivindicación del buen nombre y la 
dignidad de cada persona víctima. Asimismo, la Corporación 
fue mandatada para revisar los casos de personas respecto de 
los cuales la Comisión Rettig no había logrado formar con-
vicción de su condición de persona víctima de violación a los 
derechos humanos, ya que se debían recopilar antecedentes 
necesarios para poder pronunciarse. Respecto a la búsque-
da, la ley facultó a la CNRR para “promover y coadyuvar a las 
acciones tendientes a determinar el paradero y las circuns-
tancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas 
desaparecidas y de aquellas que no obstante existir reconoci-
miento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados”. 
Por otra parte, es necesario señalar que la Corporación fue 
erguida bajo el compromiso estatal del derecho a la verdad 
y, por medio de la ley que dispone su creación, se indica que 
“la ubicación de las personas detenidas desaparecidas, como 
igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y las 
circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituyen 
un derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la 
sociedad chilena”91. 

Durante su funcionamiento, la Corporación recibió 1.200 
denuncias, de las cuales 899 fueron consideradas como ca-
sos calificados de violaciones a los derechos humanos92 y 
123 de ellos corresponden a víctimas detenidas desapare-
cidas. En total, la Comisión y la Corporación cifraron un to-
tal de 3.195 casos calificados de violaciones a los derechos 
humanos, siendo 1.102 las víctimas en calidad de detenidos 
desaparecidos.

90  Ley N.º 19.123, Crea Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, Establece pensión de 
reparación y Otorga otros beneficios en favor de personas que señala.

91  Ley N.º 19.123, Crea Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, Establece pensión de 
reparación y Otorga otros beneficios en favor de personas que señala, Art. 6º.
92  Los resultados del trabajo de la CNRR fueron publicados en 1996, en el Informe sobre Calificación 
de Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos y de la Violencia Política
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La Corporación tuvo vigencia legal hasta el 31 de diciembre de 
199693. Sus funciones fueron posteriormente asumidas, como 
órgano continuador, por el Programa de Derechos Humanos, 
creado por del decreto supremo N° 1005, de 1997, del Ministe-
rio del Interior, cuya función es prestar asistencia social y legal 
a los familiares de las víctimas de ejecutados políticos y deteni-
dos desaparecidos, tanto para acceder a los beneficios que es-
tablece la ley N° 19.123, como para hacer efectivo el derecho 
inalienable de conocer la ubicación de las personas deteni-
das desaparecidas o de los cuerpos de las personas ejecutadas 
y las circunstancias de dichas desapariciones o muertes, por 
medio de dicha asistencia o poniendo a disposición los ante-
cedentes reunidos y custodiados por el archivo conformado 
por las comisiones anteriores. En el mismo sentido, el Progra-
ma asume funciones en los procesos judiciales como tercero 
coadyuvante en las causas por tales los delitos. 

De acuerdo con los tipos de búsqueda y con las funciones 
que asumieron estas tres instancias, se puede afirmar que, 
hasta 1998, se desarrolló por parte del Estado una búsqueda 
administrativa con énfasis en la recopilación de antecedentes 
de las personas víctimas de manera individualizada. 

En 1999 fue convocada una “Mesa de Diálogo”, con el obje-
tivo de avanzar en la búsqueda de las personas víctimas de 
desaparición forzada, que contó con la participación de in-
tegrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. En 
cuanto se estableció el secreto de las actuaciones de la mesa, 
para otorgar protección a quienes entregaban información 
relativa al paradero de las víctimas desaparecidas, las agru-
paciones de familiares no participaron, y solo accedieron a 
la información una vez que fueron elaborados los resultados.

En efecto, el 13 de junio de 2000 fue presentado el acuerdo final 
de esta instancia, en la que las Fuerzas Armadas reconocieron 
por primera vez las graves violaciones a los derechos humanos 

93  Ley N.º 19.123, Crea Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, Establece pensión de 
reparación y Otorga otros beneficios en favor de personas que señala. Art. 16º.
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cometidas en la dictadura. Se adquirió el compromiso por par-
te de estas instituciones de entregar información respecto a la 
ubicación y las circunstancias de desaparición de las personas 
detenidas desaparecidas, resguardando la identidad de quie-
nes entregaran los antecedentes. Para el cumplimiento de este 
acuerdo, se aprobó la ley N° 19.687, la cual otorgó un plazo de 
seis meses para que las instituciones involucradas entregaran 
dicha información al Presidente de la República, bajo el com-
promiso de estricto secreto. Un listado de doscientas personas 
fue remitido a la Corte Suprema, la que determinó el nombra-
miento de jueces con dedicación exclusiva para la investigación 
de los casos que contaban con este nuevo antecedente. 

Por último, en 2010 se creó la Comisión Asesora Presidencial 
para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados 
Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura (Comisión Va-
lech II)94, la que tuvo por objeto abrir un nuevo plazo para el 
reconocimiento de las personas víctimas, incluidas las de eje-
cución política y desaparición forzada. Esta instancia reconoció 
ocho nuevos casos de personas víctimas detenidas desapareci-
das. Sin embargo, la instancia no aportó nuevos antecedentes 
respecto de las circunstancias de las desapariciones forzadas de 
personas, ni de las generalizadas y sistemáticas violaciones a los 
derechos humanos cometidas durante el periodo comprendido 
entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

V.2.2. Resultados de los procesos de búsqueda

A pesar de las medidas institucionales que hemos revisado, 
ninguna de estas instancias se conformó con el objetivo de la 
búsqueda administrativa o humanitaria de las personas vícti-
mas, ni ejerció atribuciones de forma permanente para ello. 
Desde 1998, el modelo de búsqueda ha estado enmarcado 
en el tipo judicial que se revisó anteriormente, vale decir, la 

94  Creada por Decreto Supremo N.º 43 del Ministerio del Interior, el 5 de febrero de 2010. Previa-
mente y con motivo de que las anteriores comisiones no abordaron la situación de las víctimas so-
brevivientes de prisión política y tortura, en 2003 se creó la Comisión Nacional sobre Prisión Política 
y Tortura (Comisión Valech I) la que recibió el testimonio de más de 35.000 de las cuales se calificó 
un total de 28.459 víctimas.
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investigación ha sido llevada a cabo por los tribunales de jus-
ticia con el propósito de buscar responsabilidades penales 
por la comisión de los crímenes, siendo la búsqueda del pa-
radero de las personas un objetivo accesorio y no principal95. 
Hasta la fecha, no se ha podido esclarecer el paraedero o 
destino de la mayoría de las personas víctimas, ni existe una 
certeza absoluta respecto a su número total. 

	› Figura 4

Proporción de personas víctimas de desaparición forzada que 
han sido identificadas por organismos forenses (SML y EAAF)
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Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos en base a información proporcionada 

por el SML96.

95 Sferrazza, P. La búsqueda de personas desaparecidas en Chile: ¿Necesidad de un complemento 
humanitario?, 2021.
96  Gráfico se elabora para este fin, en base al estudio y sistematización de la información disponible en 
los informes de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación 
y Reconciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Eje-
cutados Políticos y Víctimas de Prisión, Política y Tortura, cruzado con la base de datos de víctimas iden-
tificadas por el Servicio Médico Legal entregada al Programa de Derechos Humanos en octubre de 2021. 
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Respecto de las víctimas identificadas, el 34,4% fueron víctimas 
de desaparición forzada por agentes del Ejército de Chile, el 
25,4% por Carabineros y el 18,5% por ambas instituciones. 
Como contrapartida, la mayoría de las personas sin identificar 
corresponde a víctimas de la DINA (29,1%), lo que da cuenta 
del uso de métodos más sofisticados y del mayor empleo de 
recursos para cometer la desaparición forzada por parte de 
este aparato represivo especializado para la persecución po-
lítica (ver Figura 5).

	› Figura 5

Instituciones vinculadas con la desaparición forzada de per-
sonas víctimas identificadas y no identificadas

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, sobre la base de los informes de 
la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, la Corporación Nacional de Reparación y Re-
conciliación y la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, 
Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura. El porcentaje de las instituciones está 
calculado sobre el total de víctimas de desaparición (N = 1.469 personas).
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V.3. Antecedentes de la persecución penal del delito de 

desaparición forzada en Chile

Las experiencias de los procesos penales por las violaciones a 
los derechos humanos cometidas en dictadura y su relación 
con el modelo de justicia transicional desarrollado en el país 
presentan avances, obstáculos y desafíos que se reflejan en 
la construcción de la verdad jurídica y, por lo tanto, en las 
acciones para prevenir la impunidad, identificar a los respon-
sables de crímenes de lesa humanidad y obtener las debidas 
sanciones y reparaciones.

El primer esfuerzo realizado durante la dictadura por parte de 
los departamentos jurídicos de las organizaciones de derechos 
humanos97 fue argumentar en la justicia ordinaria que los tri-
bunales militares no eran competentes98. Paralelamente, con 
el fin de documentar las actuaciones judiciales sobre la bús-
queda y el esclarecimiento del paradero de las personas de-
tenidas, se presentaron recursos de amparo (habeas corpus99), 
los cuales fueron rechazados varios meses después de haberse 
interpuesto. En respuesta al rechazo de los recursos, se diseñó 
una medida de amparo masiva que logró mostrar un patrón 
común de detención arbitraria, obteniendo una respuesta re-
ducida por parte del Ministerio del Interior sobre la detención 
de 41 personas100. A partir de esta experiencia, se iniciaron otros 
recursos de amparo masivos que solicitaron información de 
los lugares de detención, sin embargo, la Corte de Apelaciones 
no otorgó los antecedentes requeridos. Al poco tiempo, con la 
aprobación de un recurso de amparo, este mecanismo jurídico 

97  Comité Pro Paz, Vicaría de la Solidaridad, SERPAJ, CODEJU, Comisión Chilena de Derechos Huma-
nos, CODEPU, entre otros.
98  Garretón, R. Los tribunales con jurisdicción penal durante la transición a la democracia en Chile, 
2009.
99  El habeas corpus es un derecho y una garantía jurisdiccional concreta que busca proteger la li-
bertad personal y la seguridad individual. Nogueira, H. El Habeas Corpus o recurso de amparo en Chile, 
2010. 
100  Hau, B. La fuerza de la vida. La defensa de los Derechos Humanos del departamento jurídico del 
Comité Pro Paz y de la Vicaría de la Solidaridad, 2005. 
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constituyó una tutela mínima y también una evidencia de de-
nuncia hacia los organismos internacionales. 

Por otra parte, en 1978, las actuaciones judiciales se vieron 
obstaculizadas por la concesión de amnistía “a todas las per-
sonas que, en calidad de autores, cómplices o encubridores 
hayan incurrido en hechos delictuosos, durante la vigencia 
de la situación de Estado de Sitio, comprendida entre el 11 
de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978, siempre 
que no se encuentren actualmente sometidas a proceso o 
condenadas”101.

A partir de los años noventa, época en la que se instala el 
modelo de justicia transicional que crea los mecanismos de 
verdad ya señalados en el acápite anterior, tienen lugar varios 
hitos jurisprudenciales y legislativos relacionados con causas 
de derechos humanos que demuestran los obstáculos que 
han enfrentado las persecuciones penales, por ejemplo, la 
inaplicabilidad del decreto ley de amnistía, la imprescriptibi-
lidad de los delitos de lesa humanidad, o la prescripción gra-
dual de delitos imprescriptibles102. 

Analizando el número de causas abiertas por los tribuna-
les de justicia para investigar los delitos relacionados con la 
desaparición forzada, se puede apreciar un aumento soste-
nido en el número de procesos judiciales en los que se in-
vestigan secuestros, homicidios, inhumaciones y exhuma-
ciones ilegales. En total, entre 1990 y 2023, el número de 
causas acumuladas por secuestro fue de 584, el número de 
causas acumuladas por homicidio fue de 169 y el número 
de causas acumuladas por inhumación y exhumación ilegal 
fue de 85 (ver Figura 6).

101  Decreto ley N.º 2.191. Concede Amnistía a las personas que indica por los delitos que señala, 
Art. 1º 
102  Fernández, K. La Jurisprudencia de la Corte Suprema frente a las graves violaciones contra los 
derechos humanos, 2010.
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	› Figura 6

Número de causas por secuestro calificado, homicidio, 
inhumación y exhumación ilegal acumuladas durante el 
periodo 1990-2023
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Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 2023103.

No obstante, en 2004, se marca un nuevo precedente con el 
caso del detenido desaparecido Miguel Ángel Sandoval, en el 
que la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema confirmaron 
la existencia del delito de secuestro calificado, cuya homo-
logación internacional correspondería a la desaparición for-
zada104. Este hecho no solo significó un avance en materia 
judicial, sino que también explica el posterior aumento de 

103  Gráfico se elabora para este fin, en base a los procesos judiciales registrados en el sistema es-
tadístico del Programa de Derechos Humanos, asociados a alguna de las 1.469 personas víctimas de 
desaparición forzada calificadas.
104  Fernández, K. La Jurisprudencia de la Corte Suprema frente a las graves violaciones contra los 
derechos humanos, 2010.
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sentencias con condena. En efecto, a partir del análisis de las 
sentencias condenatorias se puede apreciar que el número 
de condenas dictadas en contra de los criminales de lesa hu-
manidad supera los sobreseimientos definitivos y temporales 
a partir de 2011. En total, durante el periodo comprendido 
entre 1990 y 2023 se ha acumulado un total de 256 cau-
sas con condenas para los responsables por crímenes de lesa 
humanidad y 153 causas con sobreseimientos definitivos o 
temporales (ver Figura 7).

	› Figura 7

Número de causas por desaparición forzada con sentencias 
condenatorias y sobreseimientos (definitivos o temporales) 
acumuladas durante el periodo 1990-2023

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 2023105.

105  Gráfico se elabora en base a las sentencias ejecutoriadas con condenas y sobreseimientos regis-
trados en el sistema estadístico del Programa de Derechos Humanos, asociadas a alguna de las 1.469 
personas víctimas de desaparición forzada calificadas.
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Sin perjuicio de lo anterior, para juzgar el efectivo avance de 
la justicia respecto del juzgamiento y castigo proporcional y 
justo de los responsables de este crimen de lesa humanidad, 
se debe entender que la desaparición forzada es una cadena 
de sucesos que comprende  distintos momentos o etapas 
del crimen, empezando con el hecho de la desaparición y 
terminando con la localización, recuperación y restitución 
de sus restos, pasando por toda la trayectoria de esas per-
sonas entre ambos extremos de la cadena (ver Figura 8)106.

	› Figura 8

Cadena de sucesos en desaparición forzada y búsqueda: 
modalidad judicial 

Fuente: Collins, Cath, 2016.

106  Collins, Cath (2016). Respuestas estatales a la desaparición forzada en Chile: aspectos forenses, 
policiales y jurídicos. Santiago: Observatorio de Justicia Transicional UDP.
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Como se puede apreciar de la secuencia de hechos, a falta de 
una tipificación específica del delito de desaparición forzada, 
como ocurre en Chile, existen al menos cinco hechos que 
forman parte estructural del trayecto de una persona víctima 
de desaparición forzada y que son constitutivos de delitos: 
i) el secuestro, entendido como encerrar o detener a otro 
privándole de su libertad ilegalmente; ii) la tortura, durante el 
paso por centros de detención clandestinos107; iii) el homici-
dio, entendido como matar a otro; iv) la inhumación ilegal, 
entendida como enterrar el cadáver de una persona con in-
fracción de la normativa aplicable; y v) la exhumación ilegal, 
entendida como el desentierro y/o traslado del cadáver de 
una persona con infracción de la normativa aplicable. 

Sin embargo, el 83,5% de las sentencias sobre casos de des-
aparición forzada ha condenado solo por el delito de se-
cuestro, mientras que el 14,8% por homicidio, el 11,1% por 
inhumaciones ilegales, y el 2,5% por torturas como un he-
cho autónomo frente al homicidio o el secuestro (ver Tabla 
4). Cabe hacer presente que al 30 de enero de 2023 existen 
80 procesos por el delito de secuestro en etapa de sumario, 
49 por homicidio y 92 por inhumación y exhumación ilegal.

	› Tabla 4

Proporción de tipos penales aplicados en sentencias conde-
natorias en casos de desaparición forzada.

TIPOS PENALES N %

Secuestro 497 83.5%

Homicidio 88 14.8%

Inhumación/Exhumación 66 11.1%

Torturas (Apremios ilegítimos y 
Aplicación de tormentos)

15 2.5%

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 2023.108

107  A la fecha de la comisión de la desaparición forzada, no estaba tipificado el delito de tortura, 
siendo aplicables los delitos de aplicación de tormentos y apremios ilegítimos.
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Nota: Una sentencia condenatoria puede referirse a más de 
un tipo penal, por ejemplo, secuestro y homicidio calificado, 
u homicidio e inhumación ilegal. Los porcentajes están cal-
culados sobre el total de víctimas con sentencias ejecutoria-
das (N = 595) al 30 de enero de 2023.

VI.	 DISEÑO DE LA POLÍTICA PÚBLICA

VI.1. Diseño participativo: Metodología

La fase participativa contemplada en el diseño del Plan Na-
cional de Búsqueda de Verdad y Justicia consideró distintos 
mecanismos de participación de la sociedad civil: encuentros 
participativos, reuniones con expertos y seminarios temáti-
cos. Respecto a estos últimos, se realizaron cinco seminarios 
para abordar distintas aristas de los procesos de búsqueda, 
los que contaron con cerca de cuatro mil participantes pre-
senciales y virtuales. 

Por su parte, a los encuentros participativos fueron convoca-
das agrupaciones de familiares de personas detenidas des-
aparecidas y ejecutadas políticas, familiares no agrupados, 
organizaciones de derechos humanos y sitios de memoria. El 
objetivo de estos encuentros fue presentar, informar y dialo-
gar sobre aquellos antecedentes involucrados en un modelo 
de búsqueda y, junto con ello, levantar sus opiniones sobre 
la propuesta de ejes y líneas de acción contempladas en el 
diseño preliminar del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia por medio de un cuestionario estructurado que 
abordaba preguntas específicas relativas a nudos críticos de 
la propuesta.

108  Tabla se elabora en base a las sentencias ejecutoriadas con condenas registradas en el sistema 
estadístico del Programa de Derechos Humanos, asociadas a alguna de las 1.469 personas víctimas 
de desaparición forzada calificadas.
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Tal como ya se mencionó, se realizaron 67 encuentros partici-
pativos en total en todas las regiones del país, con 775 partici-
pantes que representaron a 35 agrupaciones de familiares, 13 
agrupaciones de personas expresas políticas y exoneradas, 43 
organizaciones de derechos humanos, 20 sitios de memoria y 
164 familiares no agrupados. Las opiniones levantadas en es-
tos encuentros fueron sistematizadas y clasificadas temática-
mente o por opiniones que se repetían con mayor frecuencia, 
las que fueron descritas para explicar sus asociaciones. Poste-
riormente, las opiniones fueron proyectadas en la formulación 
de los objetivos y metas de la propuesta final del Plan. 

Los temas en torno a los cuales se agruparon 
las opiniones fueron: 1) enfoques para el 
diseño del Plan Nacional de Búsqueda 
de Verdad y Justicia; 2) registro único 
de víctimas de desaparición forzada; 3) 
relevamiento de documentos y archivos; 4) 
aspectos de las investigaciones forenses; 5) 
justicia y procesos judiciales; 6) formas de 
abordar la participación; 7) acompañamiento 
integral; 8) prácticas de memorias; y 9) 
promoción de derechos humanos y difusión 
de procesos de búsqueda. 

Los resultados del proceso participativo y sus proyecciones 
en la propuesta del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia fueron presentados a todas las personas y orga-
nizaciones que participaron del proceso en una etapa final 
de devolución y socialización. Para esto, se realizaron cuatro 
encuentros macrorregionales en modalidad presencial y en 
línea, un encuentro en la ciudad de La Serena y un encuen-
tro en la Región Metropolitana, ambos de carácter presencial. 
El 21 de julio de 2023, con ocasión del Encuentro Nacional 
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de Agrupaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos 
y Ejecutados Políticos, se realizó el encuentro de socializa-
ción en la ciudad de La Serena, con la participación de 27 re-
presentantes de agrupaciones de familiares. El 24 de julio de 
2023 se efectuó el encuentro de socialización en la Región 
Metropolitana, con la participación de 91 personas, y el 26 
de julio se desarrollaron paralelamente los encuentros ma-
crorregionales de las regiones de Arica y Parinacota, Tarapa-
cá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, O’Higgins, 
Maule, Ñuble, Biobío, Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén y 
Magallanes, con la participación total de 171 personas.

VI.2. Conclusiones

La desaparición forzada en Chile es una violación a los dere-
chos humanos que constituye un crimen de lesa humanidad, 
ya que se trató de una práctica sistemática y generalizada en 
contra de la población civil en un contexto de terrorismo de 
Estado. En virtud de este reconocimiento, desde el fin de la 
dictadura, el Estado chileno ha implementado diferentes me-
didas para enfrentar las consecuencias jurídicas, sociales y po-
líticas de los crímenes cometidos, las que, como hemos visto, 
se enmarcan en las medidas de justicia transicional. Entre es-
tos esfuerzos se cuentan las comisiones de verdad, Comisión 
Rettig y CNRR, que permitieron realizar un primer proceso de 
calificación de vulneraciones y, por tanto, de personas vícti-
mas, junto con recomendar e implementar acciones condu-
centes a la reparación de sus familiares. Continuación de este 
esfuerzo ha sido el Programa de Derechos Humanos, el que 
también ha asumido, primero, el rol de tercero coadyuvante 
y, luego, el rol de querellante en las causas por desaparición 
forzada y ejecución política. En ese sentido, las atribuciones 
de estas iniciativas han estado vinculadas principalmente a la 
persecución penal de los crímenes, al establecimiento de la 
verdad jurídica y a las medidas de reparación a las familias. La 
búsqueda, sin embargo, ha estado más asociada a iniciativas 
coyunturales que a una política permanente y estructural.
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Los esfuerzos del Estado y del tipo de búsqueda que se ha 
implementado desde el fin de la dictadura ha tenido como 
resultado que, de las 1.469 personas víctimas de desaparición 
forzada, 307 se han encontrado e identificado, lo que repre-
senta el 21% del total de personas calificadas por las comisio-
nes de verdad. De este modo, todavía existen 1.162 personas 
cuyos casos siguen sin aclararse.
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El Comité, el Grupo y la Corte IDH han instado a los Estados 
a implementar las medidas correspondientes para buscar a 
las personas víctimas de desaparición forzada, reforzando lo 
ya establecido por la Convención. Han señalado que, mien-
tras no se esclarezca lo acontecido con ellas, el Estado debe 
adoptar la búsqueda como una política pública que no se in-
terrumpa con los cambios de administración. 

Los Principios Rectores, que establecen estándares de buenas 
prácticas que emanan de las obligaciones establecidas por la 
Convención, señalan que la búsqueda debe incluir comple-
mentariedad con la persecución penal de los responsables de 
los crímenes, para aplicar las sanciones correspondientes a la 
gravedad del hecho, sin que una sea obstáculo ni argumen-
to para suspender la otra y estableciendo las coordinaciones 
necesarias y complementarias entre los organismos jurisdic-
cionales y administrativos. Respecto a la debida diligencia en 
la búsqueda, se señala que esta debe realizarse de oficio, de 
manera inmediata y a través de profesionales idóneos, espe-
cializados e imparciales, los cuales deben trabajar en el regis-
tro de víctimas y el manejo de información estadística basado 
en fuentes oficiales, para lo cual el Estado debe asegurar los 
recursos necesarios y suficientes a las instituciones. Asimis-
mo, se indica que se debe garantizar, a lo largo de todo el 
proceso y transversalmente en todas las acciones, el derecho 
de los familiares de las personas víctimas de participar y ser 
informados permanentemente acerca de cualquier avance u 
obstáculo, para lo cual se deben adoptar las medidas necesa-
rias de contención y acompañamiento integral.                                                                                                                      

Es por esto último que la fase de diseño incluyó mecanismos 
de participación que conformaron una de las principales he-
rramientas mediante las cuales se levantaron y consideraron 
las opiniones y experiencias de quienes han llevado a cabo los 
procesos de búsqueda en nuestro país. El proceso participativo 
no solo reforzó las obligaciones adquiridas por el Estado y las 
recomendaciones emanadas de los organismos internaciona-



88

les, sino que también aportó con información, antecedentes y 
recomendaciones propias sostenidas por los años de búsqueda.

Es por lo señalado anteriormente que se hace imperativo 
contar con un instrumento de política pública que dé con-
tinuidad a los esfuerzos ya levantados, tanto por el Estado 
como por la sociedad civil, pero que además se haga cargo 
de los nudos críticos del modelo implementado en Chile, 
y pueda ayudar a robustecer y unificar todas las acciones 
y coordinar a todas las instituciones que deben adquirir el 
compromiso de saldar esta deuda histórica y obligación éti-
ca y jurídica, mediante la implementación de mecanismos 
y procedimientos especializados que se materializan en el 
Plan Nacional de Búsqueda.

VII.	 Plan Nacional de Búsqueda: Verdad y 
Justicia

VII.1. Estructura y Gobernanza

Comité Interministerial de Derechos Humanos

La evaluación, reformulación y aprobación de las modifi-
caciones al Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justi-
cia estará a cargo del Comité Interministerial de Derechos 
Humanos, ante el cual el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos deberá informar de los avances en la implementa-
ción del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia, al 
menos, una vez al año, por intermedio del Programa de De-
rechos Humanos, así como de las observaciones del Comité 
de Seguimiento y Participación.

A las sesiones del Comité Interministerial en que se aborde el 
Plan serán invitados todos los ministerios con compromisos 
sectoriales en él. 
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Los acuerdos del Comité Interministerial que impliquen mo-
dificar el Plan Nacional de Búsqueda serán formalizados a 
través de un decreto del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, conforme al artículo 10 de su ley orgánica.

Órgano Ejecutor

El órgano ejecutor a cargo de la implementación del Plan 
Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia de las personas 
víctimas de desaparición forzada en Chile, durante el perio-
do comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 
de marzo de 1990, es el Programa de Derechos Humanos 
de la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, en virtud de sus facultades 
legales.

En el cumplimiento de dicha labor, el Programa de Derechos 
Humanos podrá actuar por sí mismo o en coordinación con 
las instituciones responsables o colaboradoras que hayan ad-
quirido compromisos sectoriales en el Plan Nacional de Bús-
queda de Verdad y Justicia.  

Todas las instituciones que hayan adquirido compromisos sec-
toriales en el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia 
deberán actuar coordinadamente, participando en las instan-
cias y mecanismos de coordinación que para estos efectos 
determine el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Asimismo, las instituciones deberán informar al Programa de 
Derechos Humanos el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos en el Plan, para su seguimiento.

Comité de Seguimiento y Participación 

Se creará un Comité de Seguimiento y Participación, cuyas 
funciones serán conocer, asesorar y hacer recomendaciones 
para la implementación del Plan Nacional de Búsqueda de 
Verdad y Justicia. 
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Dicho Comité estará compuesto por nueve integrantes, con-
forme a las siguientes reglas:

a)	 Tres personas designadas o designados por agrupa-
ciones de familiares de detenidos desaparecidos o de 
familiares de ejecutados políticos.

b)	 Una persona designada por las organizaciones de 
derechos humanos y sitios de memoria vinculadas 
con la búsqueda de personas víctimas de desapari-
ción forzada.  

c)	 Dos personas que sean académicas o investigadores, 
con una conocida trayectoria en el estudio, investiga-
ción y difusión de los derechos humanos, que serán 
designadas por el Presidente de la República, a pro-
puesta cada uno de una quina por parte del Consejo 
de Rectores de las Universidades Chilenas.

d)	 Una persona designada por el Instituto Nacional de 
Derechos Humanos.

e)	 Dos personas designadas por el Presidente de la Re-
pública, que deberán contar con una conocida tra-
yectoria en la defensa, estudio y promoción de los 
derechos humanos.

Para efectos de la designación de las y los integrantes de la 
letra a) y b), las agrupaciones de familiares, organizaciones 
y sitios de memoria deberán contar con personalidad ju-
rídica vigente y estar inscritos en el registro que se llevará 
conforme a la resolución que la Subsecretaría de Derechos 
Humanos dictará para estos efectos. La misma resolución 
establecerá las reglas del procedimiento para efectuar dicha 
designación.

Las y los integrantes del Comité tendrán una duración de 
cuatro años desde su designación y cumplirán sus tareas ad 
honorem, sin perjuicio de que los gastos de traslado, alimen-
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tación y alojamiento en que tengan que incurrir las personas 
designadas conforme a la letra a) y b) serán costeados por 
el Programa de Derechos Humanos. Todas las designaciones 
deberán ser declarada por resolución de la Subsecretaría de 
Derechos Humanos

En caso de renuncia o inhabilidad sobreviniente de algún in-
tegrante del Comité de Seguimiento y Participación, lo que 
deberá declararse según el caso, mediante resolución de la 
Subsecretaría de Derechos Humanos, el integrante deberá 
ser repuesto nuevamente, conforme a las reglas establecidas 
en los incisos anteriores, y cumplirá el tiempo restante que le 
quedaba al integrante cuyo cargo se repone.

Para efectos de la primera designación, la duración del nom-
bramiento de dos integrantes de la letra a), un integrante de 
la letra c) y un integrante de la letra e) será de dos años, 
luego de lo cual, todos los cargos tendrán una duración de 
cuatro años.

El Comité de Seguimiento y Participación sesionará de forma 
ordinaria cada tres meses y podrá sesionar de forma extraor-
dinaria por acuerdo de la mayoría simple de sus integrantes 
en ejercicio. En la primera sesión deberá acordarse un regla-
mento interno de funcionamiento y elegir entre sus integran-
tes quién lo presidirá. 

La función de Secretaría Ejecutiva del Comité de Seguimiento 
y Participación será desempeñada por el Programa de Dere-
chos Humanos, debiendo asegurar las condiciones materia-
les y logísticas para su funcionamiento. 

Periódicamente el Comité recibirá información sobre las 
actividades del Programa, pudiendo el Comité formular re-
comendaciones, hacer solicitudes de información y emitir 
opiniones, las que serán especialmente consideradas en la 
planificación de acciones y actividades del Plan.
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VII.2. Financiamiento

El financiamiento de las acciones del Plan Nacional de Bús-
queda de Verdad y Justicia será consultado en la partida de 
presupuesto del año correspondiente del Ministerio o Servicio 
comprometido como responsable o colaborador de su im-
plementación. Sin perjuicio de lo anterior, el financiamiento 
general de la implementación del Plan será incorporado en la 
Asignación 001, del Subtítulo 24, del ítem 03, de la Partida 10, 
Capítulo 06, Programa 01, de la Subsecretaría de Derechos 
Humanos de la Ley de Presupuestos del Sector Público para 
el año 2023 o su equivalente en los años posteriores. 

VII.3. Definición de objetivos, metas y acciones

El Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia se estruc-
tura en torno a objetivos, metas y acciones. Estas últimas 
cuentan con actividades, responsables y colaboradores. 

Como resultado del proceso participativo y del diagnóstico 
cualitativo y cuantitativo de la búsqueda y los desafíos actua-
les, se definió que el objetivo general del Plan Nacional de 
Búsqueda de Verdad y Justicia es esclarecer las circunstan-
cias de desaparición, muerte y destino final de las personas 
víctimas de desaparición forzada, de manera sistemática y 
permanente, de conformidad con las obligaciones del Estado 
de Chile y los estándares internacionales. 

Conforme a las obligaciones del Estado de Chile y los es-
tándares internacionales, los objetivos de la política pública 
integral deben ser el esclarecimiento de las desapariciones 
forzadas registradas, el justo castigo de los perpetradores, 
la generación de actos de reparación y memoria y la adop-
ción de medidas de protección de las víctimas, entre otras 
medidas que garanticen que no se vuelvan a cometer des-
apariciones forzadas. Asimismo, el Plan debe construirse e 
implementarse, en todas sus etapas y alcances, con la parti-
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cipación de las víctimas y organizaciones de la sociedad civil 
con experiencia y voluntad de cooperar con la construc-
ción o implementación de esa política. Un objetivo central 
de la política pública de búsqueda debe ser la protección y 
el apoyo amplio a las víctimas109.

A partir de lo anterior, los objetivos 
específicos del Plan Nacional de Búsqueda 
de Verdad y Justicia son: 1) esclarecer las 
circunstancias de desaparición o muerte 
de las personas víctimas de desaparición 
forzada y su paradero; 2) garantizar el 
acceso a la información y participación 
de las y los familiares y la sociedad en 
los procesos de búsqueda de víctimas de 
desaparición forzada; y 3) implementar 
medidas de reparación y garantías de no 
repetición de la comisión del crimen de 
desaparición forzada (ver Tabla 5).

109  ONU, Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principio 3.
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	› Tabla 5

Matriz de objetivos y metas del PNB

OBJETIVO GRAL. OBJETIVOS ESPECÍFICOS METAS

OG Esclarecer las 
circunstancias de 
desaparición y/o 
muerte y destino 
final de las personas 
víctimas de 
desaparición forzada, 
de manera sistemática 
y permanente, de 
conformidad con 
las obligaciones 
del Estado de Chile 
y los estándares 
internacionales

OE1 Esclarecer las 
circunstancias de 
desaparición y/o muerte 
de las personas víctimas 
de desaparición forzada y 
su paradero

Meta 1 Reconstruir las trayectorias 
de las personas víctimas de desa-
parición forzada y las circunstan-
cias de su desaparición y/o muerte.
Meta 2 Avanzar en el estableci-
miento de verdad judicial y res-
ponsabilidades criminales en torno 
a la comisión de los crímenes aso-
ciados a la desaparición forzada de 
personas en la dictadura.
Meta 3 Ubicar, recuperar, identi-
ficar y restituir los restos de las 
personas víctimas de desaparición 
forzada.

OE2 Garantizar el acceso 
a la información y 
participación de las y los 
familiares y la sociedad 
respecto de los procesos 
de búsqueda de víctimas 
de desaparición forzada.

Meta 1 Promover la participación 
informada de familiares y organi-
zaciones de la sociedad civil vincu-
ladas a la desaparición forzada en 
los procesos de búsqueda a través 
de mecanismos efectivos.
Meta 2 Hacer parte a la sociedad 
en los procesos de búsqueda.

OE3 Implementar medidas 
de reparación y garantías 
de no repetición de la 
comisión del crimen de 
desaparición forzada.

Meta 1 Promover la memoria en 
torno a las graves y sistemáticas 
violaciones a los derechos huma-
nos cometidas durante la dictadu-
ra y las respuestas sociales asocia-
das a ellas.
Meta 2 Brindar atención integral 
(biopsicosocial) en procesos de 
búsqueda a familiares de personas 
víctimas de desaparición forzada.

Meta 3 Desarrollar medidas de 
sensibilización y promoción sobre 
desaparición forzada dirigidas a la 
sociedad.

Fuente: Elaboración propia, Programa de Derechos Humanos, 2023.
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Primer objetivo específico: Esclarecer las circunstancias de 

desaparición y/o muerte de las personas víctimas de desapa-

rición forzada y su paradero

El primer objetivo específico responde a un elemento central 

del diagnóstico de la historia de los procesos de búsqueda. La 

respuesta estatal frente a la desaparición forzada y sistemática 

de personas durante la dictadura se concentró en dos meca-

nismos: comisiones de verdad, con un mandato restringido y 

acotadas en el tiempo, y los procesos judiciales para estable-

cer las responsabilidades penales de los agentes responsables. 

El primer mecanismo mencionado tuvo por objeto calificar a 

las víctimas de la dictadura y, en alguna dimensión, esclarecer 

las circunstancias de su desaparición, pero su duración acota-

da congeló en el tiempo el estado de conocimiento que como 

sociedad adquirimos sobre la comisión de estos crímenes y el 

destino de las víctimas. El segundo de estos mecanismos, que 

ha sido permanente en el tiempo (especialmente a partir de 

2000), no ha tenido por objetivo esencial la búsqueda y el escla-

recimiento de la verdad, sino la imputación, prueba y estableci-

miento de responsabilidades penales por la comisión de delitos, 

típicamente el secuestro en casos de desaparición forzada.

En vista de lo anterior, establecer como objetivo específico 

del Plan de Búsqueda de Verdad y Justicia el esclarecimiento 

de estas circunstancias supone alterar el foco de la respues-

ta estatal, relevando el valor de la verdad como un principio 

autónomo de la justicia transicional y una obligación perma-

nente del Estado de Chile.

Las tres metas asociadas a este objetivo son: i) reconstruir las 

trayectorias de las personas víctimas de desaparición forzada 

y las circunstancias de su desaparición y/o muerte; ii) avanzar 

en el establecimiento de verdad judicial y responsabilidades 

criminales en torno a la comisión de los crímenes asociados 
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a la desaparición forzada de personas en dictadura; y iii) ubi-

car, recuperar, identificar y restituir los restos de las personas 

víctimas de desaparición forzada. Estas metas responden a 

obligaciones internacionales que tiene el Estado de Chile.

El Estado de Chile, por un lado, debe garantizar a cada víctima 

el derecho de conocer la verdad sobre las circunstancias de la 

desaparición forzada, la evolución y resultados de la investiga-

ción y la suerte de la persona desaparecida; y adoptar todas las 

medidas apropiadas para la búsqueda, localización y liberación 

de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para 

la búsqueda, el respeto y la restitución de sus restos110. 

La complementariedad de la verdad y la justicia como valores 

autónomos de la justicia transicional no solo es un estándar 

internacional recogido por los Principios Rectores111, sino tam-

bién una demanda histórica de familiares hecha presente en el 

proceso participativo: se espera toda la verdad y toda la justicia.

Segundo objetivo específico: Garantizar el acceso a la infor-

mación y participación de las y los familiares y la sociedad en 

los procesos de búsqueda de víctimas de desaparición forzada.

El segundo objetivo específico responde al diagnóstico de la 

ausencia de mecanismos y procedimientos claros para la ren-

dición de cuentas, entrega de información y participación de 

familiares en los procesos de búsqueda. La inclusión de este 

segundo objetivo específico en el Plan se justifica por tratarse 

de una demanda y expectativa generalizada de los familiares 

de las víctimas de desaparición forzada y porque los estándares 

internacionales disponen que la política pública de búsqueda 

debe ser clara, transparente y visible112, y garantizar el derecho 

a la participación y acceso a la información113.

110  Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, 2006, Artº24. 
111  ONU, Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principio Nº13.
112  ONU, Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principio Nº 3.
113  ONU, Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principio Nº5.
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Las metas asociadas a este objetivo, esto es, promover la 

participación informada de familiares y organizaciones de la 

sociedad civil vinculadas a la desaparición forzada en los pro-

cesos de búsqueda a través de mecanismos efectivos y hacer 

parte a la sociedad en los procesos de búsqueda, son la con-

creción de estas obligaciones, distinguiendo las dimensiones 

de participación y acceso a la información que deben respe-

tarse en este contexto. 

 Con un enfoque diferencial, se reconoce con estas metas la 

necesidad de establecer canales adecuados para la circula-

ción de información y participación, distinguiendo al menos 

tres niveles a los que debe responder la política cuando se 

trata de familiares y agrupaciones de familiares, organizacio-

nes y personas con un interés legítimo en la búsqueda y la 

sociedad en general.

Tercer objetivo específico: Implementar medidas de repara-

ción y garantías de no repetición de la comisión del crimen 

de desaparición forzada

El tercer objetivo responde tanto a estándares internaciona-

les como a elementos centrales de las posiciones sostenidas 

en el proceso participativo. 

Respecto a los estándares, los Principios Rectores señalan 

que dentro de los objetivos de la política pública de búsqueda 

deben estar consideradas medidas que garanticen que no se 

vuelvan a cometer desapariciones forzadas y la protección 

y el apoyo amplio a las víctimas. Esto último debe incluir la 

atención y el acompañamiento psicosocial a las víctimas y 

debe contener medidas que eviten su revictimización o victi-

mización secundaria114.

Por otro lado, en el proceso participativo se remarcó la ne-

114  ONU, Principios rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas, 2019, Principio Nº3.
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cesidad de que el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 

Justicia garantice las condiciones biopsicosociales necesa-

rias para asegurar la participación. Al mismo tiempo, las y los 

participantes relevaron la necesidad de que el Plan cuente 

con medidas que garanticen la no repetición, haciendo el én-

fasis en la memoria y educación en derechos humanos.

Por estas razones, las metas asociadas a estos objetivos son 

promover la memoria en torno a las graves y sistemáticas 

violaciones a los derechos humanos cometidas durante la 

dictadura y las respuestas sociales asociadas a ellas; brindar 

atención integral (biopsicosocial) en procesos de búsqueda a 

familiares de personas víctimas de desaparición forzada y de-

sarrollar medidas de sensibilización y promoción sobre desa-

parición forzada dirigidas a la sociedad.
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Matriz del Plan 
Nacional de Búsqueda 

Verdad y Justicia
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VII.4. Matriz del Plan Nacional de Búsqueda Verdad y Justicia

Objetivo general: Esclarecer las circunstancias de desaparición y/o muerte y destino final 
de las personas víctimas de desaparición forzada, de manera sistemática y permanente, 

de conformidad con las obligaciones del Estado de Chile y los estándares internacionales

Objetivo específico N°1: Esclarecer las circunstancias de desaparición y/o muerte de las personas 
víctimas de desaparición forzada y su paradero.   

METAS ID ACCIÓN ACTIVIDADES Responsable Colaborador

Reconstruir las 
trayectorias de 
las personas 
víctimas de 
desaparición 
forzada, y las 
circunstancias 
de su 
desaparición 
y/o muerte.

1

Crear una 
nómina única 
de víctimas de 
desaparición 
forzada de 
acceso público, 
con sus 
trayectorias de 
desaparición 
reconstruida 
en base a 
información 
oficial.

1. Sistematizar el universo total 
de víctimas de desaparición for-
zada de la dictadura civil militar 
en Chile calificadas por las comi-
siones de verdad.

PDH SML; SRCeI

2. Elaborar un mecanismo estan-
darizado para la incorporación 
de víctimas no calificadas a la 
nómina respecto de las cuales se 
reúnan antecedentes suficientes 
para afirmar tal calidad.

SRCeI

3. Actualizar la nómina de manera 
periódica, con la información co-
rrespondiente a las trayectorias 
de desaparición de cada persona 
víctima desde fecha y lugares de 
detención, victimarios, sitios de 
inhumación/exhumación ilegales y 
potenciales destinos, desde un sis-
tema cerrado de fuentes oficiales.

SRCeI

2

Identificar, 
acceder y 
organizar archivos 
generados 
por personas 
naturales e 
instituciones 
públicas y 
privadas, que 
contengan 
documentación 
que permita 
reconstruir las 
trayectorias de 
personas víctimas 
de desaparición 
forzada.

1. Elaborar un plan de relevamiento 
documental según tipo de proce-
dencia que identifique documenta-
ción de interés para la elaboración 
de un Catastro Nacional de Archivos.

PDH SNPC;  
MINDEF; 
MINREL; 
MISP

2. Elaborar un plan de acceso o 
transferencia documental de los 
fondos o series del Catastro Na-
cional que se definan prioritarios, 
con la participación de las orga-
nizaciones de la sociedad civil.

SNPC;  
MINDEF; 
MINREL; 
MISP

3. Elaborar un plan de trabajo de 
descripción de la documentación 
relevada para su organización en 
un repositorio digital que con-
sidere transferencia de recursos 
a organizaciones de la sociedad 
civil con archivos de DDHH.
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3

Identificar las 
hipótesis in-
vestigativas y 
patrones ma-
crocriminales 
recopilados a 
través de la re-
construcción de 
rutas y trayec-
torias de per-
sonas víctimas 
de desaparición 
forzada.  

1. Elaborar y consolidar una base 
de datos interoperable para la 
investigación de casos de des-
aparición forzada, en la que se 
ingrese la información obtenida 
del análisis de la documentación 
contenida en el repositorio di-
gital.

PDH  

2. Trazar la trayectoria de las per-
sonas sometidas a desaparición 
forzada durante la dictadura civil 
militar

3. Elaborar informes de hipóte-
sis de investigación y patrones 
macrociminales de desaparición 
forzada asociados a personas 
víctimas de la nómina única.

Avanzar en el 
establecimien-
to de verdad 
judicial y res-
ponsabilidades 
criminales 
en torno a la 
comisión de 
los crímenes 
asociados a la 
desaparición 
forzada de 
personas en la 
dictadura

4

Establecer 
mecanismos y 
procedimientos 
de articulación, 
coordinación e 
intercambio de 
información en-
tre el Poder Judi-
cial y el trabajo 
que se realice en 
el marco del Plan 
Nacional de Bús-
queda.

1. Establecer mecanismos de 
coordinación y traspaso de infor-
mación entre el Poder Judicial y el 
Plan Nacional de Búsqueda

PDH  

2. Elaborar y proponer protocolo 
de tramitación de causas sobre 
desaparición forzada que recoja 
buenas prácticas y estándares 
internacionales sobre la búsqueda 
de personas víctimas de desapari-
ción forzada.

PDH  

5

Reabrir inves-
tigaciones ju-
diciales, en los 
casos que se 
determine, por 
delitos asociados 
a la desaparición 
forzada de per-
sonas en base a 
la generación de 
nuevos conoci-
mientos produci-
dos por el PNB.

1. Identificar todas las causas ju-
diciales por delitos asociados a la 
desaparición forzada de persona 
que se encuentran sobreseídas 
temporalmente o definitivamente 
y que sean susceptibles de rea-
pertura.

PDH  

2. Solicitar la reapertura de las 
causas judiciales por delitos aso-
ciados a la desaparición forzada 
de personas que sean suscepti-
bles de reapertura.
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6

Iniciar nuevas 
investigaciones 
judiciales, en 
los casos que se 
determine, por 
delitos asociados 
a la desaparición 
forzada de per-
sonas en base a 
la generación de 
nuevos conoci-
mientos produci-
dos por el PNB.

1. Identificar de nuevos hechos 
susceptibles de ser perseguidos 
penalmente a partir de los infor-
mes de patrones y los informes de 
resultados.

PDH  

2. Presentar nuevas querellas cri-
minales por hechos no investiga-
dos previamente.

Ubicar, recupe-
rar, identificar 
y restituir los 
restos de las 
personas vícti-
mas de desapa-
rición forzada

7

Comprobar las 
hipótesis de 
desaparición 
forzada de las 
víctimas, reali-
zando los tra-
bajos en terreno 
para su compro-
bación.

1. Elaborar un catastro de sitios 
de inhumaciones y exhumaciones 
ilegales de personas víctimas de 
desaparición forzada o involun-
taria y de otros patrones de des-
aparición forzada, georreferen-
ciando su ubicación en un mapa 
digital. 

PDH PDI; SML; 
BBNN

2. Convocar una red de expertos, 
académicos y científicos para la 
evaluación, proposición y realiza-
ción de diligencias de alta com-
plejidad científica.

MINCyT PDH

3. Desarrollar trabajos en terreno 
para la comprobación de hipótesis.

PDH SML

4. Garantizar el acceso y resguar-
do de los recintos fiscales donde 
posiblemente se hubieran practi-
cado inhumaciones y/o exhuma-
ciones ilegales para la realización 
de diligencias de investigación 
extrajudicial.

BBNN PDH

5. Implementar el protocolo de 
acción para instituciones públi-
cas que auxilian a la justicia en 
la búsqueda e identificación de 
víctimas.

PDH  
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8

Implementar un 
plan de trabajo 
para la identifi-
cación forense 
de las víctimas 
de desaparición 
forzada.

1. Mejorar la infraestructura de 
datos de identificación forense, 
completando el registro de datos 
genéticos, antropomórficos, cul-
turales y dactiloscópicos

SML PDH; SRCeI

2. Periciar las osamentas que se 
encuentran en dependencias del 
Servicio Médico Legal en el futu-
ro y determinar si corresponden 
o no a víctimas de desaparición 
forzada o involuntaria. 

SML  

3. Certificar internacionalmente 
los procesos asociados a la iden-
tificación forense en el Servicio 
Médico Legal, u otro servicio o 
institución en asociación con 
este.

SML  

9

Realizar pro-
cesos de res-
titución digna 
de restos óseos 
identificados a 
sus familiares, 
de carácter 
simbólico y con 
respaldo y re-
conocimiento 
público de las 
autoridades, si 
las familias así 
lo solicitan. 

1. Establecer protocolo intersec-
torial para la restitución digna 
con la participación de familiares 
y agrupaciones.

PDH SML; PRAIS
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Objetivo general: Esclarecer las circunstancias de desaparición y/o muerte y destino final de las 
personas víctimas de desaparición forzada, de manera sistemática y permanente, de conformidad 

con las obligaciones del Estado de Chile y los estándares internacionales

Objetivo específico N°2: Garantizar el acceso a la información y participación de las y los familiares y la 
sociedad respecto de los procesos de búsqueda de víctimas de desaparición forzada. 

METAS ID ACCIÓN ACTIVIDADES Responsable Colaborador

Promover y 
garantizar el 
derecho a la 
participación 
informada de 
familiares y 
organizaciones 
de la 
sociedad civil 
vinculadas a la 
desaparición 
forzada en 
los procesos 
de búsqueda 
a través de 
mecanismos 
efectivos.

10

Establecer mecanis-
mos diferenciales y se-
guros dirigidos a fami-
liares y organizaciones 
involucradas para la 
atención y circulación 
de la información.

1. Establecer canales de 
atención y entrega y re-
cepción de información, 
con enfoque diferencial.

PDH  

11

Desarrollar 
mecanismos de 
participación de los 
familiares sobre la 
definición de hipótesis 
de investigación, 
planificación 
de trabajos de 
comprobación y 
realización de los 
mismos. 

1. Elaborar un protoco-
lo intersectorial para 
garantizar la participa-
ción de familiares y de 
otras personas con un 
interés legítimo en los 
procesos de búsqueda 
judicial y extrajudicial, 
con enfoque diferencial, 
y que comprendan las 
dimensiones jurídicas, 
sociales y psicológicas.

PDH PDI; SML; 
SRCeI; PRAIS

2. Mantener mesas de 
trabajo para la partici-
pación de familiares y 
personas con un interés 
legítimo, en todas etapas 
de las investigaciones, 
desde la formulación de 
hipótesis hasta los traba-
jos de comprobación.

12

Formar a las y los 
funcionarios de las 
instituciones del PNB 
en acompañamiento y 
atención de familiares 
de víctimas de desa-
parición forzada y de 
otras personas o insti-
tuciones involucradas 
en la búsqueda.

1. Diseñar e implemen-
tar curso de formación/
capacitación para la 
atención y el acompa-
ñamiento de víctimas y 
organizaciones de dere-
chos humanos que par-
ticipan en la búsqueda.

PDH PDI; SML; 
SRCeI; PRAIS
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13

Entregar atención pre-
sencial, descentralizada 
y de calidad a familiares 
y agrupaciones en torno 
a la búsqueda e imple-
mentación del PNB.

1. Designar puntos de 
atención regional en las 
Secretarías Regionales 
Ministeriales.

MINJUSTI-
CIA

 

Hacer parte a 
la sociedad en 
los procesos de 
búsqueda.

14

Establecer mecanismo 
abierto al público 
para la entrega de 
información acerca 
de las circunstancias 
de desaparición y/o 
muerte o paradero de 
las personas víctimas 
de desaparición 
forzada.

1. Definir cuáles serán 
los canales para la re-
cepción de información 
ciudadana.

PDH  

2. Analizar la informa-
ción entregada por la 
ciudadanía, estable-
ciendo un protocolo 
para estos efectos.

15

Implementar 
campañas periódicas 
de sensibilización 
y difusión del PNB 
para convocar a la 
ciudadanía a la entrega 
de información que 
pueda ser relevante.

1. Diseñar e implemen-
tar campañas perió-
dicas sensibilización y 
difusión del PNB, para 
convocar a la ciuda-
danía a la entrega de 
información que pueda 
ser relevante.

MINJUSTI-
CIA SECOM

16

Entregar reportes 
periódicos respecto del 
avance de la búsqueda 
e implementación del 
PNB.

1. Difundir boletines 
informativos periódicos 
para la circulación entre 
familiares, agrupaciones 
y sociedad civil.

PDH

 2.Publicar informes bie-
nales que den cuenta 
de los avances relacio-
nados a la búsqueda de 
víctimas de desapari-
ción forzada.

MINJUSTI-
CIA
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Objetivo general: Esclarecer las circunstancias de desaparición y/o muerte y destino 
final de las personas víctimas de desaparición forzada, de manera sistemática y 

permanente, de conformidad con las obligaciones del Estado de Chile y los estándares 
internacionales

Objetivo específico N°3: Implementar medidas de reparación y garantías de no 
repetición de la comisión del crimen de desaparición forzada. 

METAS ID ACCIÓN ACTIVIDADES Responsable Colaborador

Promover 
la memoria 
en torno a 
las graves y 
sistemáticas 
violaciones a 
los derechos 
humanos 
cometidas 
durante la 
dictadura y 
las respuestas 
sociales aso-
ciadas a ellas.

17

Crear el Archivo 
Nacional de la 
Memoria (ANM), 
vinculado a las 
violaciones a los 
derechos huma-
nos cometidas en 
la dictadura civil 
militar y las res-
puestas sociales 
asociadas a ellas. 

1. Diseñar e implementar 
Archivo Nacional de la 
Memoria como una polí-
tica pública de derechos 
humanos a través de los 
archivos.

MINCAP PDH

18

Construir me-
moriales o rutas 
de memoria en 
los territorios, en 
memoria de las 
víctimas de desa-
parición forzada y 
de quienes les han 
buscado. 

1. Elaborar e implementar 
una estrategia de memo-
rialización del espacio pú-
blico con participación de 
familiares, organizaciones 
sociales, sitios de memoria 
y académicas/os.

MINCAP PDH; BBNN

19

Articular los dis-
tintos tipos de 
memorias sobre 
la búsqueda y las 
violaciones a los 
DDHH, en conjun-
to con las comu-
nidades locales, 
familiares, amigos 
e interesados. 

1. Articular la memoria 
oral en torno a la bús-
queda de las personas 
víctimas de desaparición 
forzada contada desde sus 
protagonistas. 

MINCAP PDH

2. Articular memorias 
arraigadas en el territorio 
en torno a las violaciones 
a los derechos humanos 
cometidas en la dictadura 
civil militar y las respues-
tas sociales a ella.
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Brindar aten-
ción integral 
(biopsico-
social) en 
procesos de 
búsqueda a 
familiares 
de personas 
víctimas de 
desaparición 
forzada.

20

Entregar 
acompañamiento 
psicosocial 
a familiares 
y a quienes 
participan en 
la búsqueda de 
personas víctimas 
de desaparición 
forzada, 
incorporando 
un enfoque 
diferencial para 
personas que 
pertenezcan 
a grupos 
de especial 
protección.

1.Elaborar estrategia de 
acompañamiento psicoso-
cial para familias, conside-
rando enfoque diferencial 
para personas que perte-
nezcan a grupos de espe-
cial protección.

PDH PRAIS

2. Capacitar a las/os pro-
fesionales en atención con 
enfoque de DDHH y los 
procesos de búsqueda y 
reparación integral.

21

Atender la salud 
física y mental de 
personas víctimas, 
familiares, testi-
gos y de quienes 
participen en los 
procesos de bús-
queda desde un 
enfoque integral 
de reparación.

1. Elaborar estrategia de 
intervención integral en 
salud.

PRAIS PDH

2. Capacitar a las/os pro-
fesionales en atención con 
enfoque de DDHH y los 
procesos de búsqueda y 
reparación integral.

Desarrollar 
medidas de 
sensibiliza-
ción respecto 
a la desapari-
ción forzada y 
otros críme-
nes de lesa 
humanidad, y 
promover el 
respeto a los 
DD HH en la 
sociedad

22

Desarrollar ac-
ciones de forma-
ción en derechos 
humanos a di-
ferentes grupos 
sociales del país 
sobre el crimen de 
lesa humanidad 
que constituye la 
desaparición for-
zada y la cultura 
de respeto de los 
derechos huma-
nos.

1. Desarrollar material 
para la formación sobre la 
desaparición forzada, la 
democracia y la cultura de 
respeto de los derechos 
humanos para todo públi-
co, con enfoque diferen-
cial.

SUB. DDHH  

2. Desarrollar material 
para la formación sobre 
la desaparición forzada, 
la democracia y la cultura 
de respeto de los dere-
chos humanos, orientado 
para FF.AA. y de Orden y 
Seguridad.

MINDEF
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23

Incorporar en la 
educación formal 
perspectivas de 
no repetición en 
la enseñanza de 
la dictadura civil 
militar.

1. Incorporar en los ins-
trumentos curriculares, 
perspectivas de no repeti-
ción en la enseñanza de la 
dictadura civil militar.

MINEDUC PDH

2. Incorporar en los ins-
trumentos de formación 
docente del Centro de 
Perfeccionamiento, Expe-
rimentación e Investiga-
ciones Pedagógicas del 
Ministerio de Educación 
las modificaciones curri-
culares y las perspectivas 
de no repetición en la 
enseñanza de la dictadura 
civil militar.
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Artículo segundo.- Una copia del Plan Nacional de Búsque-
da de Verdad y Justicia respecto de las personas víctimas de 
desaparición forzada en Chile en el periodo comprendido 
entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, 
autorizada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
deberá ser depositada en el Archivo del Programa de Dere-
chos Humanos, debiendo estar siempre disponible para su 
consulta. Además, sus copias digitales e impresas deberán ser 
difundidas de forma gratuita, según disponibilidad. 

Artículo tercero.- La evaluación, reformulación y aprobación 
de modificaciones del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad 
y Justicia estará a cargo del Comité Interministerial de De-
rechos Humanos, ante el cual el Ministerio de Justicia y De-
rechos Humanos deberá informar de la implementación del 
Plan, al menos, una vez al año, por intermedio del Programa 
de Derechos Humanos, así como de las observaciones del 
Comité de Seguimiento y Participación.

Para las sesiones del Comité Interministerial en que se aborde 
el Plan serán invitados todos los ministerios con compromi-
sos sectoriales en él. 

Los acuerdos del Comité Interministerial que impliquen 
modificar el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justi-
cia serán formalizados a través de un decreto del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, conforme al artículo 10 
de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos.

Artículo cuarto.- Se designa como Órgano Ejecutor, a car-
go de la implementación del Plan Nacional de Búsqueda de 
Verdad y Justicia, al Programa Derechos Humanos del Mi-
nisterio de Justicia y Derechos Humanos, en razón de sus 
facultades legales.

En dicha labor, el Programa de Derechos Humanos podrá 
actuar por sí mismo o en coordinación con las instituciones 
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responsables o colaboradoras que hayan adquirido compro-
misos sectoriales en el Plan.  

Todas las instituciones que hayan adquirido compromisos 
sectoriales en el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y 
Justicia deberán actuar coordinadamente, participando en 
las instancias y mecanismos de coordinación que para estos 
efectos determine el Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos mediante resolución.

Asimismo, las instituciones deberán informar al Programa de 
Derechos Humanos el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos en el Plan, para su seguimiento.

Artículo quinto.- Créase un Comité de Seguimiento y Par-
ticipación, cuyas funciones serán las de conocer, asesorar y 
hacer recomendaciones para la implementación del Plan Na-
cional de Búsqueda de Verdad y Justicia. 

Dicho Comité estará compuesto por nueve integrantes, con-
forme a las siguientes reglas:

a) Tres personas designadas o designados por agrupa-
ciones de familiares de detenidos desaparecidos o de 
familiares de ejecutados políticos.

b) Una persona designada por las organizaciones de de-
rechos humanos y sitios de memoria vinculadas con la 
búsqueda de personas víctimas de desaparición forzada.  

c) Dos personas que sean académicas o investigadores, 
con una conocida trayectoria en el estudio, investigación 
y difusión de los derechos humanos, que serán designadas 
por el Presidente de la República, a propuesta cada uno de 
una quina por parte del Consejo de Rectores de las Uni-
versidades Chilenas.

d) Una persona designada por el Instituto Nacional de 
Derechos Humanos.
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e) Dos personas designadas por el Presidente de la Re-
pública, que deberán contar con una conocida trayec-
toria en la defensa, estudio y promoción de los dere-
chos humanos.

Para efectos de la designación de las y los integrantes de la 
letra a) y b), las agrupaciones de familiares, organizaciones y 
sitios de memoria deberán contar con personalidad jurídica 
vigente y estar inscritos en el registro que se llevará conforme 
a la resolución que la Subsecretaría de Derechos Humanos 
dictará para estos efectos. La misma resolución establecerá 
las reglas del procedimiento para efectuar dicha designación.

Las y los integrantes del Comité tendrán una duración de 
cuatro años desde su designación y cumplirán sus tareas ad 
honorem, sin perjuicio de que los gastos de traslado, alimen-
tación y alojamiento en que tengan que incurrir las personas 
designadas conforme a la letra a) y b) serán costeados por el 
Programa de Derechos Humanos. Las designaciones de los 
integrantes referidos en los literales a), b) y d) del presente 
artículo se realizarán mediante resolución de la Subsecretaría 
de Derechos Humanos. Por su parte, las designaciones de los 
integrantes referidos en los literales c) y e) se realizarán me-
diante el decreto supremo respectivo.

Las y los integrantes del Comité de Seguimiento y Participa-
ción deberán ser nombrados dentro del plazo de sesenta días 
desde la entrada en vigencia del presente decreto supremo.

En caso de renuncia o inhabilidad sobreviniente de algún in-
tegrante del Comité de Seguimiento y Participación, lo que 
deberá declararse según el caso, mediante resolución de la 
Subsecretaría de Derechos Humanos, el integrante deberá 
ser repuesto nuevamente, conforme a las reglas establecidas 
en los incisos anteriores, y cumplirá el tiempo restante que le 
quedaba al integrante cuyo cargo se repone.

Artículo sexto.- Para efectos de la primera designación, la 
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duración del nombramiento de dos integrantes de la letra a), 
un integrante de la letra c) y un integrante de la letra e) será 
de dos años, luego de lo cual, todos los cargos tendrán una 
duración de cuatro años.

Artículo séptimo.- El Comité de Seguimiento y Participación 
sesionará de forma ordinaria cada tres meses y podrá sesio-
nar de forma extraordinaria por acuerdo de la mayoría simple 
de sus integrantes en ejercicio. En la primera sesión deberán 
acordar un reglamento interno de funcionamiento y elegir 
entre sus integrantes quién lo presidirá. 

La función de Secretaría Ejecutiva del Comité de Seguimiento 
y Participación será desempeñada por el Programa de Dere-
chos Humanos, debiendo asegurar las condiciones materia-
les y logísticas para su funcionamiento. 

Periódicamente el Comité recibirá información sobre las 
actividades del Programa, pudiendo el Comité formular re-
comendaciones, hacer solicitudes de información y emitir 
opiniones, las que serán especialmente consideradas en la 
planificación de acciones y actividades del Plan.

Artículo octavo.- Sin perjuicio de los compromisos adquiri-
dos en el Plan, todos los Ministerios, Subsecretarías y Servicios 
Públicos centralizados y demás organismos de la administra-
ción del Estado, deberán prestar su cooperación y colabo-
ración al Programa de Derechos Humanos del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos para el cumplimiento de los 
objetivos, metas y acciones del Plan Nacional de Búsqueda 
de Verdad y Justicia.

Artículo noveno.- Todos los gastos para la implementación 
del Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia respecto 
de las personas víctimas de desaparición forzada en Chile en 
el periodo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 
y el 10 de marzo de 1990 se realizarán con cargo a los re-
cursos consultados en la Asignación 001, del Subtítulo 24, 
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del ítem 03, de la Partida 10, Capítulo 06, Programa 01, de la 
Subsecretaría de Derechos Humanos, correspondiente a la 
Ley de Presupuestos del Sector Público año 2023. Los gastos 
correspondientes al año 2024 y siguientes se realizarán con 
cargo a las mismas partidas correspondientes de la Subsecre-
taría de Derechos Humanos que se establezcan en la Ley de 
Presupuestos del Sector Público que se apruebe para ese año 
y siguientes, respectivamente.

Los gastos en que deban incurrir los órganos de la adminis-
tración del Estado que hayan adquirido compromisos secto-
riales en el Plan Nacional de Búsqueda de Verdad y Justicia 
respecto de las personas víctimas de desaparición forzada en 
Chile en el periodo comprendido entre el 11 de septiembre 
de 1973 y el 10 de marzo de 1990, serán consultados en las 
respectivas partidas presupuestarias de la Ley de Presupues-
tos del Sector Público vigente en el año que se verifique el 
gasto de los servicios involucrados.

Artículo décimo.- Sin perjuicio de lo anterior, la Subsecretaría 
de Derechos Humanos, a través del Programa de Derechos 
Humanos, podrá celebrar los convenios de colaboración con 
instituciones públicas y privadas y organismos internacionales 
que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.



TÓMESE RAZÓN, 
REGÍSTRESE, 

COMUNÍQUESE Y 
PUBLÍQUESE
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